
Bogotá, d ic iembre 18 de 2019. 

Honorables Magistrados 
S A L A P L E N A 
C O R T E C O N S T I T U C I O N A L 
E . S . D . 

Refe renc ia : Acc ión pública de inconstitucionalidacj coát 
ley 1955 de 2019 por la cual s e expide el P lan Nacional de desarrol lo "Pac to por 
Colombia, Pac to por la Equ idad" 

tra los artículos 18 y 314 de la 

L U C Y C R U Z D E Q U I Ñ O N E S Y D I E G O Q U I Ñ O N E S C R U Z , identi f icados respect ivamente 
con las Cédulas de ciudadanía 41 .581 .364 de Bogotá y 80 .874 .959 de Bogotá, en nuest ra 
cal idad de c iudadanos colombianos, actuando en nombre propio y con fundamento en el 
artículo 40 , numeral 6° , en armonía con el artículo 241 ,numera l 4° de la Const i tución Polít ica, 
conforme con el decreto reglamentar lo 2067 de 1 9 9 1 , p resen tamos ante la Honorable S a l a 
P l e n a de la Corte Const i tucional DEMANDA D E I N C O N S T I T U C I O N A L I D A D ' c o n t r a los 
artículos 18 (parc ia l ) y 314 de la L e y 1955 de 2019 , por la cua l s e expide el P lan Nacional 
de Desarrol lo 2018 -2022 , que s e adjunta en versión digital a la presente demanda . 

I. N O R M A S D E M A N D A D A S 

S e t ranscr iben las normas d e m a n d a d a s a cont inuación: . . 

L e y 1955 de 2019^ < ' 

"Po r el cua l (s ic ) s e expide el P lan Nacional de Desarrol lo 2018 - 2022 . Pac to por Co lombia , 
Pac to por la Equ idad" . 

E L C O N G R E S O D E C O L O M B I A ' 
D E C R E T A 

Artículo 18. Contribuciones especiales a favor de ia Comisión de Regulación 
de Energía y Gas (CREG), de ia Comisión de Regulación de Agua Potable y 
Saneamiento Básico (CRA) y de ia Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD). Modifiqúese el artículo 85 de la Ley 142 de 1994, el cual 
quedará asi: 

Artículo 85. Contribuciones especiales a favor de la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG), de la Comisión de Regulación de Agua Potable y 
Saneamiento Básico (CRA) y de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD). Con el fin de financiarlos gastos de funcionamiento e inversión 
de la CREG, la CRA y la SSPD, y en general recuperar los costos del servicio, las 

1 Publicada en el diario oficial 50. 964 de mayo 25 de 2019 



personas prestadoras y entidades sujetas a la regulación, inspección, vigilancia y 
control de las respectivas entidades, serán sujetos pasivos del pago de las 
contribuciones especiales anuales descritas en el presente articulo, cuyas tarifas 
serán determinadas por las entidades respectivas y las cuales no podrán ser 
superiores al uno por ciento (1%) de las respectivas bases gravables. Los elementos 
de las contribuciones a que hace referencia el presente articulo serán: 

1. Base gravable: La base gravable de cada sujeto pasivo se determinará con base 
en los costos y gastos totales devengados de acuerdo con la técnica contable 
menos los impuestos, tasas, contribuciones y los intereses devengados a favor 
de terceros independientes, del año inmediatamente anterior al de la fecha de 
liquidación, este resultado se denomina costos y gastos totales depurados. 
Este valor se multiplicará por la división de los ingresos por actividades 
ordinarias reguladas y el total de ingresos por actividades ordinarias, conforme 
a los estados financieros de la vigencia fiscal anterior a la cual se haga su 
cobro. La base gravable descrita se calcuiará para cada sujeto pasivo así: 

; 

r=cf 

Base gravable = (Costos y Gastos totales depurados) * (Total ingresos actividades 
ordinarias y sus actividades complementarias de servicios sujetas a inspección 
vigilancia, controi y regulación devengados en el período) / (Total de ingresos de 
actividades ordinarias devengados en ei período). 

Se entenderá que es un tercero independiente siempre que no cumpla con alguno 
de los criterios de vinculación previstos en el artículo 260-1 del Estatuto Tributario. 

2. Tarifa: La tarifa de cada contribución especial se determinará por cada uno de los 
sujetos activos de la contribución de manera independiente, tomando el valor del 
presupuesto neto de la entidad correspondiente en el año a financiar, incluidos 
la totalidad de gastos de funcionamiento e inversión, el cual se dividirá por la 
suma de las bases gravables determinadas para los sujetos pasivos conforme 
a los estados financieros de la vigencia fiscal anterior. 

Tarifa de contribución de sujeto activo = (Presupuesto a financiar de sujeto activo) / 
(Suma de bases gravables de sujetos pasivos). 

3. Hecho generador. El hecho generador de cada contribución especial por parte de 
los sujetos pasivos, será la prestación de los servicios sometidos a inspección, 
control, vigilancia y la venta de sus bienes vigilados o regulados. 

4. Sujetos pasivos. Los sujetos pasivos de la contribución especial son las personas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios, conforme a los artículos 15 y16 de la 
Ley 142 de 1994, y todos aquellos que inciden directa o indirectamente en la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios; las personas prestadoras de la 
cadena de combustibles líquidos y las personas prestadoras del servicio de 
alumbrado público. Tratándose de la CREG también lo serán las personas 
prestadoras a que hace referencia el articulo 61 de la Ley 812 de 2003 y el Decreto 
número 4299 de 2005, o las normas que lo modifiquen, sustituyan o deroguen, con 
excepción de los distribuidores minoristas en estación de servicio en un municipio 
ubicado en zona de frontera. 



J
Parágrafo 1 °. El Gobierno nacional reglamentará las características y condiciones 
especiales que se requieran para la determinación de las contribuciones especiales 
a que hace referencia ei presente artículo, así como los asuntos relacionados con la 
declaración, administración, fiscalización, el cálculo, cobro, recaudo y aplicación del 
anticipo y demás aspectos relacionados con obligaciones formales y de 
procedimiento. Las sanciones e intereses por el incumplimiento de ias obiigaciones 
formales y sustanciales relacionadas con la contribución especial serán las mismas 
establecidas en el Estatuto Tributario para ei impuesto sobre la renta y 
complementarios. ^ B 

"Artículo 314. Contribución adicional a la contribución definida en el artículo 85 
de la Ley 142 de 1994 para el fortalecimiento del Fondo Empresarial. A partir del 
1° de enero de 2020 y hasta el 31 de diciembre de 2022 se autoriza el cobro de una 
contribución adicional a la regulada en el artículo 85 de la Ley 142 de 1994. Dicha 
contribución se cobrará a favor del Fondo Empresarial de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD). Las reglas aplicables a esta contribución 
serán las siguientes: 

1. La base gravable es exactamente la misma que la base de la contribución de que 
trata el artículo 85 de la Ley 142 de 1994, o cuando corresponda las normas que lo 
modifiquen, sustituyan o adicionen. 

' 2. Los sujetos pasivos son todas las personas vigiladas por la SSPD. 

3. El sujeto activo de esta contribución será la SSPD. 

4. La tarifa será del 1%. 

5. El hecho generador es el estar sometido a la vigilancia de la SSPD. 

El recaudo obtenido por esta contribución adicional se destinará en su totalidad al 
Fondo Empresarial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. El 
traslado de los recursos de las cuentas de la Superintendencia al Fondo Empresarial 
de la Superintendencia de Servicios Púbiicos Domiciliarios estará exento del 
gravamen a los movimientos financieros"; 

I I . N O R M A S C O N S T I T U C I O N A L E S I N F R I N G I D A S Y E S Q U E M A D E L A S 
V I O L A C I O N E S 

L a s normas a c u s a d a s , contenidas en los artículos 18 y 314, violan los s igu ientes artículos 
del orden consti tucional colombiano, conforme s e expl ica en el capítulo s iguiente del 
"concepto de la v iolación". E n es te aparte baste con listar las normas const i tuc ionales 
v io ladas y sintet izar el sent ido de la violación. 

2. L a m isma ley, en s u artículo 314, estableció una contr ibución adicional y temporal sobre ^ _ 
las m i s m a s b a s e s , para el fortalecimiento del Fondo Empresa r ia l , cuyo texto legal e s el " ^ o 
siguiente: 

<c o 



2.1 Por el primer cargo, las normas a c u s a d a s agreden el va lor jus t ic ia junto c o n el 
janncip io de equidad propios del deber individual y solidario de contribuir, por e x c e s o en el ^ 
g i ^ a m e n y desproporc ión en relación con la c a p a c i d a d contributiva, que son imperat ivos 

i en todo deber u obl igación de contribuir, según el artículo 95 .9 de la C P y propios del s i s tema 
„s*^-' t r i b i ^ r i o artículo 363 de la C P que incluye además de la equidad, el principio de ef ic iencia. 
"lírV/ii.iLas normas const i tucionales es tab lecen : 

" ( . . . ) T o d a persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes 
de la persona y del ciudadano: (...) 
9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de 
conceptos de justicia y equidad." -

Artículo 363. El sistema tributario se funda en los principios de equidad, eficiencia 
y progresividad. Las leyes tributarias no se aplicarán con retroactividad. _ 

L a just ic ia en la tr ibutación como principio apl icable a cualquier tipo de tributo s e b a s a en la 
capac idad contributiva del obligado, noción que forma parte de la definición del género 
tributo y por ende común a todas las e s p e c i e s , s iendo más exigente en los impuestos que 
f inancian gas tos públ icos genera les , y mat izada en las t a s a s y contr ibuciones con la idea 
de "equ iva lenc ia" re lac ionada con el beneficio recibido a cambio del tributo, que s e funda 
en el uso o apropiación del serv ic io públ ico, que debe s e r f inanciado por quien lo recibe. 

E n el c a s o de las normas a c u s a d a s s e Ignoran las dos f ace tas de la just ic ia en la tr ibutación, 
porque el tributo ignora cualquier señal de capac idad contributiva del obligado y tampoco 
indaga de ninguna mane ra el beneficio, que no l lega a concre tarse en el costo de la 
regulación o supervis ión recibida por c a d a uno de los contr ibuyentes sino por una fórmula 
genér ica de reparto de un presupuesto muy libre de las ent idades de vigi lancia y de un 
Fondo Empresa r i a l , cuyo monto s e distr ibuye entre todos los vigi lados como si s u capac idad 
y beneficio f uesen s imi lares y s u rol en la producción y distr ibución semejan te : S e les g rava 
por el flujo de costos y gas tos propios y no por el serv ic io recibido ni por la disponibil idad de 
ingresos percibidos. 

E s t a concepc ión de los dos artículos a c u s a d o s v a en contravía del principio de just ic ia y de 
la equidad que implica reconocer a c a d a contr ibuyente según s u espec ia l posición frente al 
tributo o capac idad de pago. E l c a s o ext remo de injusticia en la tr ibutación e s la duplicidad 
de la contr ibución para un Fondo Empresa r ia l sobre un mismo hecho gravado, los m ismos 
su jetos pas ivos , y sobre la m i s m a b a s e gravable contemplado en el artículo 314 de la L e y 
1955 de 2019 . 

2.2 Por el segundo cargo. E l artículo 18 a c u s a d o viola el pr incipio de legalidad, previsto 
en el numera l 12 del art ículo 150 de la Const i tución Polít ica, en s u versión ce r teza en el 
establec imiento de la contr ibución. L a norma violada d ispone: 

Cor responde al Congreso ( . . . ) No. 12 "establecer contribuciones fiscales y, 
excepcionalmente, contribuciones parafiscales en los casos y bajo las condiciones 
que establezca la ley" 

Igualmente, s e viola el art iculo 338 relativo a la reserva de ley para los e lementos 
e s e n c i a l e s de la obl igación tributaria (su jetos activo y pas ivo, hechos gravab les y tar i fas) , 
norma que fija una reserva absoluta para los impuestos y una relativa para las tasas y 
contribuciones, que y a t ienen s u propio límite específ ico por el valor de la función o serv ic io 
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prestado y el beneficio que el los reportan al obligado tributario. E n el evento de delegación 
de la tarifa s e ex ige al legislador espec i f i car un método y un s i s tema legal que s i rvan de 
derroteros c laros para el e jerc ic io de legado de f i jación de la tarifa, al t iempo que s e 

| tab lece que la forma de repartir la c a r g a también e s materia rese rvada a la ley. L a 
i a consti tucional e x p r e s a : 

5.1 Artículo 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 
contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben 
fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hecfios y las bases gravables, y 
las tarifas de los impuestos. La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir 
que las autoridades fijen ia tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a 
los contribuyentes, como recuperación de ios costos de los servicios que les 
presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema 
y el método para definir tales costos y beneficios, y ia forma de hacer su 
reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 
(...) 

Resu l ta que no s e dijo en la ley el método específ ico y s i s tema para recuperar los costos 
individual izados en c a d a uno de los vigi lados según s u s característ icas, lo que fue deferido 
al Gobierno. E s decir la distr ibución de los p resupues tos entre los obl igados en función de 
los cos tos propios no e s un método de cálculo de beneficio alguno o de equ iva lenc ia entre 
el gasto público y lo que el part icular debe aportar para recibir un determinado serv ic io. E n 
este c a s o los p resupues tos públ icos s e l levan a una so la bolsa por c a d a sujeto act ivo, para 
que s e a la propia Super in tendenc ia , la C R E G , la C R A las que dividan por la sumator ia , 
eng lobada, de b a s e s g ravab les de los su jetos para hal lar una tarifa proporcional que no 
supera el 1 % por c a d a ente y un 1 % adicional para el Fondo Empresa r i a l . E s decir, es ta 
tarifa puede l legar a s e r del 3 % sobre la b a s e de flujo de cos tos y gas tos brutos sin 
impuestos e in tereses. 

2.3 Por el tercer carqo contrav ienen el principio de e f ic iencia en materia tarifaria de 
s e r v i c i o s públ icos contemplado en los art ículos 365, 367 y 370 de la Const i tuc ión porque 
por disposic ión consti tucional todos los cos tos de generar , comerc ia l izar y distribuir serv ic ios 
s e t ras ladan a los usuar ios como parte del valor de las tari fas del serv ic io de que s e trate, 
que incluye las contr ibuciones de vigi lancia. C o n es te e s q u e m a que t ras lada la ca rga 
económica desde las e m p r e s a s de serv ic ios públ icos o ent idades autor izadas al usuar io, 
toda desproporc ión y e x c e s o de las n u e v a s contr ibuciones s e paga como tributo por las 
ent idades v ig i ladas y contro ladas pero el impacto s e a s u m e por el usuario del serv ic io públ ico 
domicil iario - a quien s e le factura todo costo- en desmedro de la prestación ef iciente, porque 
la regulación dupl icada en el c a s o del articulo 314 y aumen tada en el c a s o del 18 e n c a r e c e n 
sin medida el valor de los serv ic ios . 

* • 

Dicho de otra forma, el control, inspección y vigi lancia de los serv ic ios atribuido a la 
Super in tendenc ia de Serv i c ios para que s e preste de la mane ra más eficiente 
paradój icamente encarecerá s u prestación y recepción. L a s normas v io ladas por es te cargo 
son del siguiente tenor: 

Articulo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. 
Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 
territorio nacional. (...) ¡¿ , 



Artículo 367. La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la 
prestación de los servicios públicos domiciiiarios, su cobertura, calidad y financiación, 
y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de ios criterios de costos, 
los de solidaridad y redistribución de ingresos. (...) 

Artículo 370. Corresponde al Presidente de la República señaiar, con sujeción a la 
ley, las políticas generales de administración y control de eficiencia de los 
servicios púbiicos domiciliarios y ejercer por medio de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios, ei control, la inspección y vigilancia de las 
entidades que los presten. 

Al enca rece r los serv ic ios públ icos so pretexto de vigilarlos y regularlos s e limita el a c c e s o y 
desmejo ra la cal idad de vida de los c iudadanos y el a c c e s o a los b ienes primarios básicos 
que son objetivos const i tucionales de los E s t a d o s como el nuestro basados en la provisión 
soc ia l de serv ic ios . E n los c a s o s de serv ic ios intermedios o complementar ios que no 
pudieran t ras ladarse a los usuar ios f inales, s e privilegia la integración económica y el 
monopolio y s e el iminan del mercado agentes que introducen la s a n a competenc ia con 
violación del principio de ef ic iencia en el mercado que e s el mandato de es tos artículos en 
el c a s o de serv ic ios públ ico inherentes a la finalidad del estado como energía y agua . 

2.4 Por el cuarto carqo, que s e enfoca en el artículo 314 de la Ley del P lan , s e ev idenc ia 
que la sobre imposic ión sobre determinadas r iquezas e s ineficiente, y agrede el art ículo 363 
de la Carta , aunque c a d a uno de los tributos individualmente cons iderados sa t i s faga los 
exámenes de legal idad, ce r teza , y no retroactividad, dado que es te e s un principio diferente 
que pretende recaudar tributos con el menor costo posible para la administración y menores 
f r icc iones entre los agen tes de mercado. E l problema radica en que la m i sma fuente de 
r iqueza soporta dos o más tributos en favor del m ismo sujeto activo (en es te c a s o la 
super in tendenc ia) sobre la m i sma base u objeto (lo que s e es tab lece en el 314 ) y sobre el 
mismo sujeto pasivo vigilado. E s t e e s uno de los e jemplos clásicos de inequidad 
proscr i ta en la Const i tución bajo la noción jus t ic ia y equidad del art. 95 numeral 9. 

2.5 Por el quinto Carqo , el artículo 18, así como el 314 de la L e y del P lan violan el art iculo 
339 de la Const i tución porque no e s un vehículo apto para modificar normas tributarias 
permanentes ni para es tab lecer sob re tasas a las ex is ten tes que no guardan relación de 
conexidad con el plan mismo. Además , s e viola el pr incipio de unidad de materia 
contemplado en el artículo 158 de la carta. 

L a s dos normas d e m a n d a d a s violan el art 339 puesto que, por un lado, s e modif ica una 
norma permanente de tr ibutación v incu lada: la L e y 142 de 1993 en su artículo 85 , cuando la 
mater ia de la ley del P lan s e refiere a la acción estata l y de invers iones de las ent idades 
públ icas y además s u v igenc ia e s l imitada. L a otra norma a c u s a d a , el artículo 314 aunque 
e s temporal tampoco enca ja en la mater ia del artículo 339 de la Const i tución puesto que 
también genera obl igaciones d ineradas a los sujetos pas ivos a jenos al Es tado , c reando un 
tributo nuevo para un Fondo empresar ia l que mane ja y administra la m i s m a 
Super in tendenc ia que e s el sujeto activo del tributo. T a m p o c o s e trata de "especificar 
recursos financieros" preex is tentes para ciertos programas y proyectos públ icos, porque 
c rear no e s especi f icar . 

1 



S e viola ei art iculo 158 por falta de unidad de materia. L a Corte rec ientemente en mayo 
de 2019 profirió la sen tenc ia C - 2 1 9 de 2019^ para dec larar inexequible una norma que 
pretendía modif icar un factor de la b a s e de l iquidación pens ional , "reiterando la linea 
jurisprudencial sentada en las Sentencias C-008 y C-092 de 2018 sobre la verificación del 
,cumplimiento del principio de unidad de materia, no solo como vicio formal, sino visto desde 

o X perspectiva de un examen material, esto es, que su análisis se adelante a partir del 
rutinio del contenido normativo de la disposición acusada, con el fin de verificar que este 
rde coherente relación con el estatuto legal del cual hace parte." • 

s no rmas v io ladas por es te cargo son del siguiente tenor: 

ARTICULO 158. Todo proyecto de ley debe referirse a una misma materia y serán 
inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen con eila. El 
Presidente de la respectiva comisión rechazará las iniciativas que no se avengan con 
este precepto, pero sus decisiones serán apeiabies ante la misma comisión. La ley 
que sea objeto de reforma parcial se publicará en un solo texto que incorpore las 
modificaciones aprobadas. 

ARTICULO 339. <lnciso lo. modificado por el artículo 2q. del Acto Legislativo 3 de 
2011. El nuevo texto es siguiente:> Habrá un Plan Nacional de Desarrollo 
conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas 
del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos 
nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a 
mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de 
inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales 
programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los 
recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que 
garantice la sostenibilidad fiscal 

2.6 Por el sexto Carqo , s e infringe el principio de debida del iberación democrát ica y de 
publicidad articulo 157 y 341 de la Const i tución porque las no rmas tributarias a c u s a d a s 
fueron incluidas en la Ley del P lan omitiendo un cuarto debate con publ icación previa de los 
textos que habían sido modif icados en tercer debate en la Cámara que quedaron sin 
del iberación y fueron votados conforme a lo dicho por la Cámara . 

S e viola la publ ic idad del cuarto debate y la debida del iberación del art iculado, en part icular 
t ratándose de normas tributarias que no fueron debat idas mín imamente y además no fueron 
publ icadas porque s e optó por seguir el texto aprobado por la Cámara de representantes en 
sesión que culminó a las 7 y 30 de la noche, sin mediar publ icación ni lectura de la 
proposic ión modif icada en la Cámara para incrementar la tr ibutación a c u s a d a . 

L a s no rmas v io ladas por el presente cargo d isponen: 

A R T Í C U L O 157. Ningún proyecto será ley sin los requisitos siguientes: 
1. Haber sido publicado oficialmente por el Congreso, antes de darle curso en la 
comisión respectiva. 
2. Haber sido aprobado en primer debate en la correspondiente comisión permanente 
de cada Cámara. El reglamento del Congreso determinará los casos en los cuales el 

2 Corte Consti tucional, comunicado No. 16 del 22 y 23 de mayo de 2019. 



primer debate se surtirá en sesión conjunta de las comisiones permanentes de ambas 
Cámaras. 
3. Haber sido aprobado en cada Cámara en segundo debate. 
4. Haber obtenido la sanción del Gobierno. 

t ículo 341 . Ei gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación 
\iva de las autoridades de planeación, de las entidades territoriales y del Consejo 

"''^^ ^ ' " / ^ { ^ ^ ^ Gobierno Judicial y someterá el proyecto correspondiente al concepto del 
^'•'cu/vio^^' éqnsejo Nacional de Planeación; oída la opinión dei Consejo procederá a efectuar 

^ las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
^\P/ó'í <^/éel Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación dei período 

\E0GO\h>^ presidencial respectivo. 

C o n fundamento en el informe que e laboren las comis iones conjuntas de asun tos 
económicos , c a d a corporación discutirá y evaluará el plan en sesión plenaria. 

=> CP 

^ 1 

S i 
Q Z 

m . C O N C E P T O D E L A V I O L A C I Ó N 

Dado que la Corte Const i tucional ha reiterado en múlt iples providencias que en es te tipo de 
acc iones e s deber del c iudadano acc ionante "(...) formular por lo menos un cargo concreto, 
especifico y directo de inconstitucionaiidad contra la norma acusada, que le permita al juez 
establecer si en realidad existe un verdadero problema de Indole constitucional y, por tanto, 
una oposición objetiva y verificabie entre el contenido literal de la ley y la Carta Política",^ 
las a c u s a c i o n e s que aquí s e exponen s e formulan directamente, de mane ra c lara y 
comprensib le sobre proposic iones jurídicas c ier tas y rea les como son las conten idas en los 
artículos 18 y 314 de la L e y del P lan y específ icas en la medida en que s e prec isa cómo 
las normas vu lneran los preceptos de la Const i tuc ión. En tendemos que los argumentos son 
pert inentes porque son de natura leza consti tucional, y son suf ic ientes ya que plantean 
cuest iones de consti tucional idad debidamente razonadas y probadas, ap tas para entrar a 
decidir sobre la consti tucional idad en c a d a uno de los cargos . 

3.1 P R I M E R C A R G O : E L ART ÍCULO 18 A G R E D E E L V A L O R J U S T I C I A D E L T R I B U T O 
J U N T O C O N E L PRINCIP IO D E E Q U I D A D , P O R E X C E S O E N E L G R A V A M E N Y 
D E S P R O P O R C I Ó N E N RELACIÓN C O N L A C A P A C I D A D C O N T R I B U T I V A , Q U E S O N 
L O S E S T A N D A R E S I M P E R A T I V O S E N L A C O N F I G U R A C I Ó N D E L D E B E R D E 
C O N T R I B U I R S E G Ú N L O S A R T Í C U L O S 95.9 Y 363 D E L A C O N S T I T U C I Ó N . 

L o s artículos 95 .9 y 3 6 3 de la C P ex igen criterios de just ic ia y equidad asoc iados al deber 
de contribuir al s i s tema tributario, lo que s e refleja en el reparto individual de la ca rga que 
s e impone a la "persona y el c iudadano" en virtud de la pr imera norma. L o s criterios de 
just ic ia y equidad son exigibies en relación con las normas legales que diseñan el deber de 
contribuir al f inanciamiento de los gas tos e invers iones públicas para c a d a uno de los 
contr ibuyentes, naturalmente, atendiendo al tipo de tributo y a s u fin. Dicho de otra forma, 
n ingún tributo puede subsist i r si agrede los criterios límites de just icia y equidad con los que 
s e conf iguró const i tucionalmente la noción tributo como deber jurídico. 

• L a j u s t i c i a en la tr ibutación e s una característ ica intrínseca de la def inición de tributo, 
que comprende tanto los impuestos como las t a s a s y contr ibuciones espec ia l es . 

^Sentencia C-561 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gi l . 



f i sca les y para f i sca les , y corresponde, en términos genera les a la forma como s e 
cons idera la c a p a c i d a d contributiva del sujeto pas ivo en relación con el hecho 
gravado. L a capac idad no e s otra c o s a que la aptitud que t iene c a d a contr ibuyente 
para pagar los tributos conforme con s u r iqueza y desempeño propio y cualquier otra 
c i rcunstanc ia reve ladora de r iqueza y facul tad de contribuir. E s a s c i rcuns tanc ias s e 
es tandar izan en la ley tributaria en forma de magni tudes, índices y va lo res que 
conforman la b a s e gravable a declarar , que reve la una fuente de r iqueza o de renta 
y, además , en el c a s o de los tributos "v inculados" a una función o serv ic io públ icos 
una magnitud que muest re el valor de apropiación o equ iva lenc ia de un beneficio 
del serv ic io públ ico. 

• E l principio de equidad tributaria ha sido definido por la propia Corte Const i tucional 
en sen tenc ia C - 2 7 8 de 201Q'* en los s iguientes términos: 

"En líneas generales, el contenido de ese principio refiere a ia prohibición que 
ei orden jurídico imponga obligaciones excesivas o beneficios desbordados ai 
contribuyente. En términos de la jurisprudencia, la equidad tributaria consiste en "un 
criterio con base en ei cual se pondera la distribución de las cargas y de los beneficios 
o la imposición de gravámenes entre los contribuyentes para evitar que haya cargas 
excesivas o beneficios exagerados. Una carga es excesiva o un beneficio es 
exagerado cuando no consulta ia capacidad económica de ios sujetos pasivos 
en razón a ia naturaleza y fines dei impuesto en cuestión'^. 

P u e s bien, los agentes del mercado somet idos a la vigi lancia de la Super in tendenc ia de 
Serv i c ios Públ icos ( S S P D ) y a la Comis ión Regu ladora respect iva de energía y gas ( C R E G ) 
o de Agua Potable y Saneamien to Básico ( C R A ) deben pagar, desde 1994, un tributo 
espec ia l , de período anua l , por el serv ic io de vigi lancia, control y regulación recibido, esto e s 
por las act iv idades que desarro l lan los c i tados en tes administrat ivos en provecho de las 
ent idades v ig i ladas y de la t ransparenc ia del mercado de es tos serv ic ios . Pero la 
modif icación que sufrió la norma por el artículo 18 a c u s a d o e s de tal entidad que la b a s e 
gravable e s completamente a jena al fin del tributo que en términos de just ic ia y equidad e s 
cos tear el serv ic io recibido o apropiado por el vigilado. E n es te c a s o no s e siguió el principio 
del beneficio porque no s e mide la equ iva lenc ia entre el costo del serv ic io y s u uso o 
apropiación y tampoco el de c a p a c i d a d contributiva que no solo no s e mide sino que l lega 
a r ebasa rse porque cons idera el vo lumen de la operac ión de costo y gas tos propios sin 
es tab lecer algún límite de capac idad , como hubiera sido deseab le o un referente sobre 
pérdidas y gananc ias propias del contr ibuyente , ut i l idades, tamaño de las e m p r e s a s , s u rol 
estabi l izador de precios o tar i fas de mercado, s u impacto ecológico, su papel en las z o n a s 
no in terconectadas, etc., p rec isamente para evitar el e x c e s o y la inequidad. 

L a contr ibución tributaria como espec ie del género tributo debe guardar relación con la 
porción de gas tos públ icos que benef ic ia al sujeto, no con todo el presupuesto de gas tos e 
invers iones de la ent idad que v a también dirigida al cumplimiento de los deberes , a la 
penal ización de las in f racc iones, y otros propósi tos públ icos que no afectan o inciden en la 
regulación de un contr ibuyente estándar, con buenas práct icas y autorregulación. L o s gas tos 
de funcionamiento e inversión de las ent idades S S P D , C R E G y C R A que s e reparten entre 
los sujetos pas ivos no son idóneos para medir es te tributo de vigi lancia si que remos cumplir 
el mandato de just ic ia y equ idad, ya que una porción importante de los gas tos públ icos está 

" Sentencia c-278 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
5 Sentencia T-734 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil , reiterado en las sentencias C-169 de 2014, MP. María Victoria Calle 
Correa y C-600 de 201S, M.P. María Victoria Calle Correa. 



l lamada a en jugarse con recursos del presupuesto genera l , o con recursos propios de e s o s 
en tes por s u impacto genera l a jeno a los individuos vigi lados prestadores o receptores de 
serv ic ios . L o s factores mater ia les de la tr ibutación v inculada que ex is ten en la Const i tución 
Co lombiana, según el violado artículo 95 .9 deben es tab lecer e s a conexión entre el fin del 
se rv ic io y el valor a pagar, s in t r aspasa r la capac idad de pago de los contr ibuyentes para 
cumplir con los criterios de just ic ia y equidad que impide la ex is tenc ia de tributos exorbi tantes 
y é^sesivos como es te . 

cr 
« í ^ r g d s a m e n t e , la g ravedad consti tucional del c a s o que aquí s e presenta rad ica en que la 

• no rma a c u s a d a del art 18 de la ley del P lan , no auscu l ta n ingún criterio previo de j us t i c ia y 
«>,^¿íuidad ( 95 .9 ) porque la "capac idad contr ibut iva" del su je to pas ivo , como medida 

fundamental de la tr ibutación ( la l lamada justa proporción), no s e ve ref lejada en la base 
gravable del sujeto, concebida como un f lujo de c o s t o s y g a s t o s d e v e n g a d o s según la 
técnica contable de una e m p r e s a vigi lada. 

E n el pasado , bajo la ley 142 de 1993 que ahora s e modif ica, en el artículo 85 original sí 
tomaba una b a s e gravable que medía solo el gasto de funcionamiento de los en tes de 
vigi lancia y control efect ivamente real izado y s e a s o c i a b a a la act iv idad vigi lada, v inculando 
el valor a repartir también con los gas tos de funcionamiento de la empresa vigi lada. Aunque 
e s a operación tampoco distribuía benef ic ios recibidos, lo cierto e s que una porción baja de 
gas tos públ icos asoc iada a una porción baja de gas tos propios, d i rectamente 
administrat ivos, s in compras , ni costos directos, no s igni f icaba una gran afrenta al principio 
de just ic ia y equidad porque s e presumía que el remanente de los presupuestos públ icos al 
descubier to s e cubriría con recursos de otras fuentes no tr ibutarias, como multas y part idas 
presupuésta les, con lo cual el impacto de la contr ibución no l legaba a agotar las c a j a s de los 
prestadores de los serv ic ios y de s u s usuar ios . 

Ahora , al incluirse indiscr iminadamente todo el presupuesto públ ico de la entidad como b a s e 
repartible y además l levar todos los costos propios del contr ibuyente a la b a s e gravable 
individual, por ejemplo, tác i tamente las compras de combust ib les y energía que son 
ind ispensab les para real izar las act iv idades, s e cas t igan con el tributo, de mane ra que en 
cualquier ejercicio s e pagará por operar un serv ic io públ ico y no por recibir a lgo de la 
función pública o del serv ic io de e s a s ent idades. 

L a s c o s t o s y g a s t o s totales d e v e n g a d o s , reve lados en los es tados f inancieros de c a d a 
prestador del servic io, como lo indica la técnica contable son erogac iones n e c e s a r i a s para 
producir o intermediar en el ciclo de producción y venta de b ienes y serv ic ios , y por ello no 
denotan c a p a c i d a d de pago s i n o s implemente una inversión en los inventar ios para la 
venta o en la producción del bien de que s e trate, que definit ivamente en nada s e 
re lac iona con la prestación m isma del servic io de vigi lancia y control. 

L a norma demandada obliga a tomar las compras y demás cos tos junto con los gas tos de 
funcionamiento propios del vigilado, lo que genera un aumento exorbitante e inusitado en la 
presión f isca l , por uno de los múlt iples tributos que coex is ten en nuestro ordenamiento. E s t a 
af i rmación s e demuest ra con lo que signif ican los cos tos y gas tos del sector respecto de los 
cálculos espe rados de incremento en las dos contr ibuciones: (i) artículo 314 y (ii) artículo 18 
de la L e y del P lan Nacional de Desarrol lo, que arrojan incrementos muy signif icat ivos. Por 
ejemplo, en el presupuesto de la Super in tendenc ia de Serv ic ios , que van desde un 
presupuesto en el año 2019 de $ 143 .315 .000 .000 a un presupuesto est imado de 
$620 .248 .000 .0000 en el 2020 . E l incremento e s para el fondo de 1.610% y para la 
Super in tendenc ia de 3 3 3 % como s e aprec ia en el s iguiente cuadro: ^ 



A Ñ O 2019" A Ñ O 2020^ 
P r e s u p u e s t o para el F o n d o E m p r e s a r i a l : 
$27 .711 .987 .514 

P r e s u p u e s t o para el F o n d o E m p r e s a r i a l : 
$473 .900 .000 .000 

. P r e s u p u e s t o total para la 
' ^ p e r i n t e n d e n c i a de S e r v i c i o s Públ icos 
^ iomic i l ia r ios: $143 .314 .758 .544 

P r e s u p u e s t o total para la 
Super in tendenc ia de S e r v i c i o s Públ icos 
Domici l iar ios: $620 .200 .000 .000 

7-7 
Adic ionalmente, la norma tampoco indaga por a lgún indicador que revele d i ferencias 
s u s t a n t i v a s en materia de c a p a c i d a d contr ibutiva o en valor o f recuenc ia de los 
s e r v i c i o s de v ig i lancia , control o regulación rec ib idos para es tab lecer la forma de 
hacer el reparto de la contr ibución, a s a b i e n d a s de que los agentes s o n d is imi les y la 
forma de h a c e r el reparto de los p r e s u p u e s t o s a f inanciar no debería h a c e r s e por 
partes iguales dejando de lado criterios redistributivos y equitat ivos. 

L a Honorable Corte Const i tucional de Co lombia y a ha reconocido que la c lave de bóveda 
en es te anál isis del reparto del tributo e s la capac idad contributiva de los su jetos: 

"La medida de la contribución, por vía general, la señala la ley. No obstante, si la 
misma excede la capacidad económica de la persona, esto es, si eila supera de 
manera manifiesta sus recursos actuales o potenciales con cargo a los cuales pueda 
efectivamente contribuir al sostenimiento de ios gastos públicos, la norma tributaria 
estaría consolidando un sistema tributario injusto. 
"De las normas constitucionales citadas se deriva la regla de justicia tributaria 
consistente en que la carga tributaria debe consultar la capacidad económica 
de los sujetos gravados. 
En la capacidad económica se puede identificar un presupuesto o premisa inicial de 
la tributación, que no puede faltar, pues, de lo contrario, con grave detrimento para 
la justicia tributaria, el legislador podría basarse en cualquier hecho, acto, o negocio 
jurídico, así ellos no fueran indicativos de capacidad económica para imponer de 
manera irrazonable las cargas impositivas". 
La tributación es de suyo la fuente de los deberes tributarios y éstos no pueden 
superar ei umbral de lo que en un momento dado resulta objetivamente razonable 
exigir de un miembro de la comunidad." 

E s o ocurre porque la b a s e gravable, en es te c a s o , e s indiferente a la capac idad de c a d a cual 
de dar lo suyo ( just ic ia) y porque, además trata como Iguales a los des igua les que merecen 
un tratamiento di ferenciado de acuerdo con s u s posibi l idades (equidad) . Recuérdese que la 

^ Fuente Datos 2019: Resolución No. SSPD-20191000000025 del 2 de enero de 2019 de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domicil iarlos en la cual se encuentra el presupuesto desagregado de la entidad para el año 2019. Consultado en : 
ht tps: / /www.superserv ic ios.gov.co/nuestra-ent idad/gest ion- f inanciera/presupuesto 
' Fuente Datos 2020: En el proyecto de ley presentado para el Presupuesto General de la Nación para el año 2020, para la 
Superintendencia de Servicios Públicos domicil iarlos el Gobierno presenta un presupuesto de $620.200.000.000, de los 
cuales destinará 473.900.000.000 para el Fondo Empresar ia l (gaceta 674 /19 , página 101). En el texto aprobado en plenaria 
de Senado y Cámara, figura la suma de $620.248.483.343 como presupuesto para la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domicil iarios, pero no se menciona qué monto será destinado al Fondo Empresarial (Gacetas 1079 y 1037 de 2019) . 

^ Sentencia de la Corte Consti tucional C-252 de 1997 MP Eduardo Cifuentes Muñoz 



equidad fue af i rmada en la Const i tución como principio que informa el deber personal de 
contribuir y como principio del s i s tema en su conjunto, de mane ra que e s controlable la 
norma en cuest ión que pretende incrementar las tar i fas de la contr ibución de vigi lancia s in 
relación a lguna con la capac idad contributiva sino en el apetito de gasto de las ent idades de 
control a las que tampoco somete a ningún límite o fac tores de auster idad en s u presupuesto. 

E n verdad la b a s e -tal como queda en la norma del art 18- permite aumentar la contr ibución 
en la m isma medida en que s e incremente el presupuesto de las ent idades en cuest ión. L a 
prohibición de e x c e s o en la tr ibutación (denominada en el pasado no conf iscación) const i tuye 
una obviedad para un Es tado que s e funda en una economía de mercado y s e define a sí 
mismo como Es tado Soc ia l de Derecho que, como tal, está obligado a mantener las fuentes 
tributarias sin agotar las, para cumplir s u s f ines pres tac iona les . E s t a prohibición conse rva 
valor como límite a la desproporc ión, más allá del cua l s e haría nugatorio el derecho a la 
propiedad pr ivada o la libertad de e m p r e s a . L a prohibic ión de e x c e s o y la expropiac ión 
indirecta proscr i tas por la just ic ia y equidad del nivel consti tucional const i tuyen un 
reforzamiento de la interdicción de arbitrariedad y falta de razonabi l idad que e s predicable 
bien s e a de la base , la tarifa o en el conjunto de los tributos en tanto l levan a una obl igación 
e x c e s i v a para el fin propuesto. 

L a Corte Const i tucional , sobre el tema del tributo exces i vo en una temprana sen tenc ia C -
364 de 1993 en la que actuó como M.P. Car los Gav i r ia , advierte: 

Cierto tipo de limitaciones excepcionales al poder impositivo del Estado -
particularmente de orden cuantitativo- que la Jurisprudencia anterior a la actual 
Constitución Justificaba bajo la figura del "impuesto confiscatorio" o 
"expropiatorio", deben ahora considerarse de acuerdo con los principios de 

Justicia y equidad fiscales que, de una parte, se erigen en el fundamento del 
deber de toda persona de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones ] 
del Estado (CP art. 95-9) y, de otra, en limite del poder impositivo del Estado (CP 
art. 95-9 y 363). Esto quiere decir que el establecimiento de un impuesto injusto 
e inequitativo no entra en la órbita constitucional del poder impositivo. La 
tributación necesariamente afecta la propiedad y ia riqueza y es un poderoso y 
legítimo instrumento de redistribución dei ingreso y de reducción de las 
desigualdades sociales y económicas. Sin embargo, su cometido no es 
destruir las fuentes de la riqueza y del trabajo de la sociedad, f . . . / 

Adic ionalmente, la norma ignora la otra ca ra de la moneda , que e s la moderac ión en el 
gas to a f inanciar (que no e s otro que el presupuesto de gas tos e inversión del ente de 
control y regulador), ya que no es tab lece límite alguno de crecimiento, ni re lac iona n ingún 
indicador económico conocido, como el I P C o el crecimiento del P I B . De mane ra , que la 
"contr ibución" c rece año t ras año sin ningún muro de contenc ión, pese a que los ingresos y 
act iv idades pr ivadas e incluso públicas de qu ienes prestan serv ic ios públ icos no corren con 
la m i sma suerte. 

P a r a observar cómo el aumento exorbitante e inusitado en el presupuesto de la 
Super in tendenc ia de Serv ic ios Públ icos (de 143 .315 .000 .000 a un presupuesto est imado de 

'Cor te Constitucional, Sentencia C-364 de 1993, REF. : Demanda N9 D - 198, Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
Demanda de inconstitucionaiidad contra el artículo 118 de la Ley 69 de 1992 "por la cual se expiden normas en materia 
tributaria, se otorgan facultades para emitir títulos de deuda pública interna, se dispone un ajuste de pensiones dei sector 
público nacional y se dictan otras disposiciones". Santafé de Bogotá, D.C., dos (2) de sept iembre de mil novecientos noventa 
y tres (1993). 



$620 ,248 ,000 .0000 en el 2 0 2 0 ) Impacta en mayor medida a a lgunos operadores de los 
sec to res regulados. Por ejemplo, v a m o s a tomar los agentes y e m p r e s a s del s e c t o r de la 
energía que exhiben d i ferencias s u s t a n t i v a s en los márgenes operac iona les de s u 
act iv idad (ver anexo 1). Así, mientras que los generadores y qu ienes t ienen e m p r e s a s con 
integración vert ical ( involucrando generac ión, distr ibución y comercial ización) s e enfrentan 
a cos tos en promedio del 55 al 6 0 % de s u s ingresos operat ivos, qu ienes s e dedican a la 
t ransmis ión t ienen cos tos bastante menores en términos relativos (aprox imadamente del 
3 0 % de s u s ingresos) , mientras que los distr ibuidores t ienen costos promedio ce rcanos al 
7 0 % de s u s ingresos. E l c a s o más grave e s el de los comerc ia l izadores que t ienen 
Pgdmedios que osc i lan en torno al 9 0 % de s u s ingresos (ver anexo 1). 
0)7 
La anterior d i ferencia fundamenta l en el modelo f inanciero de los distintos operadores 

d ign i f i ca que el impacto de un tributo cuya b a s e gravable está const ru ida en función de 
los c o s t o s y g a s t o s totales e s marcadamente más o n e r o s o (e inc lus ive conf iscator io) 
para los agentes que l levan a c a b o act iv idades de bajo margen, por ejemplo, (en 
e s e n c i a , los comerc ia l i zadores y, en menor medida, los distr ibuidores), que para los agen tes 
con márgenes moderados ( los generadores y los agen tes con operación integrada), y que 
para los agen tes con altos márgenes ( los t ransmisores) . Así, un comercia l izador de energía 
(cuyos cos tos superan el 9 0 % de s u s ingresos) , debe tributar de forma 
desproporc ionadamente mayor a los que transportan la energía no adquir ida, al igual que 
los que transportan el g a s o el agua has ta la puerta de la c iudad y por e s o el peso de la 
contr ibución para c a d a agente puede var iar asombrosamen te en relación con s u 
disponibil idad de recursos , aun en igualdad de condic iones de uti l idades. E n a lgunos c a s o s 
los contr ibuyentes pueden ver s u tr ibutación de vigi lancia var iar del 2 0 % al 4 0 0 % de su 
utilidad. 

D e s d e el punto de v is ta de la agresión a la equidad, s e ev idenc ia que la norma a c u s a d a 
gene ra un impacto desigual para los prestadores que requieren mane jar mayores costos y 
gas tos para el buen funcionamiento de s u s serv ic ios aunque s u margen propio s e a mín imo. 
E n una disposic ión acrít ica de las d i ferencias intragrupo cons idera que los costos y gas tos 
impactan por igual a los distintos tipos de agen tes y e m p r e s a s , cuando el porcentaje de los 
ingresos por serv ic ios de s u act ividad operac ional que c a d a tipo de actor debe gastar para 
suf ragar los costos de poner en venta s u bien o prestar s u serv ic io e s cons iderab lemente 
disímil como s e advierte de un e x a m e n ar i tmético de la proporción de costos y gas tos de los 
operadores en el sector de la energía eléctr ica, por ejemplo, en relación con s u s ingresos 
que osc i lan desde el 3 0 % has ta el 9 0 % sin que e s e indicador signif ique que los últ imos 
reciben mayor beneficio o generen mayo res controles. 

Lo dicho has ta aquí e s predicable del artículo 18 y, también del 314 porque este últ imo lo 
repl ica, su je tándose en todo a las def in ic iones del primero. E n el c a s o del artículo 314 que 
s igue las m i s m a s reglas, la falta de just ic ia y equidad intrínseca del tributo e s super lat iva 
porque s e obliga a pagar no por un beneficio propio o real del contr ibuyente vigilado o 
regulado sino por la s imple ex is tenc ia de un Fondo al que accederán solo los que mane jan 
mal s u s e m p r e s a s , con cargo a los cumpl idores de s u s deberes mercant i les y soc ia les . De 
hecho, la Cor te Const i tucional , sen tenc ia C -278 /19 , af i rma que el rasgo característ ico de las 
contr ibuciones rad ica en el beneficio directo que el la reporta: 

24. Para esta Corporación, las contribuciones especiales tienen como fundamento 
"...la compensación que le cabe a la persona por el beneficio directo que ella 
reporta como consecuencia de un servicio u obra que la entidad pública presta, 
realiza o ejecuta. Correlativamente, el sistema y el método para definir la tarifa de 



cac/a una de estas dos especies tributarias es diferente y debe, en todo caso, 
ajustarse y consultar su naturaleza específica." 

En posterior pronunciamiento reiteró la Corte que las contribuciones especiales 
tienen como finalidad: "... la compensación por el beneficio directo que se obtiene 
como consecuencia de un servicio u obra reaiizada por una entidad." 

25. De esta manera, el principal rasgo característico de ias contribuciones especiales 
radica en la producción de beneficios particulares en bienes o actividades 
económicas dei contribuyente, ocasionada por la ejecución del gasto público. En 
otras palabras, se trata de una especie de compensación por los beneficios recibidos 
causados por inversiones públicas realizadas por el Estado y busca evitar un indebido 
aprovechamiento de externalidades positivas patrimoniales y particulares generadas 
por la actividad estatal, que se traducen en el beneficio o incremento del valor de los 
bienes del sujeto pasivo^°. 

Finalmente, la posibil idad de t ras ladar la ca rga a los terceros usuar ios (posibil idad que en el 
c a s o de a lgunos comerc ia l izadores ni s iquiera ex is te ) de los serv ic ios no e s una e x c u s a 
const i tucionalmente válida para incrementar desmesu radamen te es ta contr ibución, porque 
el consumidor de serv ic ios públ icos básicos debe s e r protegido en un E s t a d o como el 
nuestro que s e precia de s u condición de Es tado Soc ia l de Derecho, como s e expone en el 
tercer cargo. Ninguna indicación o referencia s e h a c e al crecimiento del presupuesto a 
f inanciar como el P I B o I P C o algún otro referente al tope de crecimiento de un año a otro 
en la ca rga del contr ibuyente, que sería, p rec isamente , un criterio de just ic ia y equidad que 
s e e c h a de menos en la formulación a c u s a d a y ratifica la completa a jenidad a 
cons iderac iones de equidad y de just ic ia en la t r ibutación. 

Como s e obse rva , s e cumplen los supues tos que la Corte Const i tucional , en sen tenc ia C -
278/19^1 ha determinado que configuran vu lnerac iones al principio de equidad tributaria y 
que por s u importancia s e t ranscr iben a continuación^^. 

33.1. Un primer supuesto es cuando el monto a pagar por concepto del tributo 
se define sin atender la capacidad de pago del contribuyente. Ejemplo de ello es 
la situación analizada en la Sentencia C-876 de 2002'^, fallo que declaró la 
inexequibilidad de la norma que establecía una base gravable presunta con carácter 
no desvirtuable, que incluso podía llegar a ser superior a la capacidad de pago del 
contribuyente. 

33.2. El segundo supuesto opera cuando la regulación grava de manera disímil a 
sujetos o situaciones jurídicas análogas, sin que concurra una justificación 
constitucionalmente atendible para ello. Por ejemplo, en la Sentencia C-748 de 
2009^* se concluyó que se vulneraba el principio de equidad tributaria ai otorgarse 
beneficios tributarios a los magistrados de tribunal, con exclusión de otros funcionarios 

1° Sentencia C-278/19 Magistrada sustancladora: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO Bogotá, D. C , diecinueve (19) de junio 
de dos mil diecinueve (2019) . 
" Sentencia C-278/19 Magistrada sustancladora: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO Bogotá, D. C , diecinueve (19) de junio 
de dos mil diecinueve (2019). 
" La recopilación de variables de afectación de la equidad tr ibutar ia, en los tres primeros supuestos, es tomada de la 
sentencia C-010 de 2018, antes ci tada. 
" M . P . Alvaro Ta fu rGa lv i s . t-
" M.P. Rodrigo Escobar Gi l . .T " : 



judiciales que históricamente habían recibido el mismo tratamiento legal, tanto de 
Indole laboral como administrativo y tributario. 

o-

33.3. El tercer supuesto de afectación del principio de equidad, identificado por la 
jurisprudencia constitucional, es cuando el tributo es o tiene implicaciones 
confiscatorlas. Ello sucede en el caso que la obligación fiscal implique una 
expropiación de fado de la propiedad privada o de los beneficios de la iniciativa 
económica de ios particulares. Esto en razón a que dicha actividad productiva 
deba destinarse exclusivamente al pago del tributo, Impidiéndose el logro de 
ganancia para el sujeto pasivo del mlsmo.^^ A este respecto, debe tenerse en 

3 cuenta que el efecto confiscatorio en mención opera cuando el impuesto genera un 
impacto desproporcionado en el patrimonio del contribuyente, con efectos claramente 
expropiatorios. Así, previsiones que establezcan tratamientos fiscales más gravosos 
o que deroguen beneficios impositivos, pero que carezcan de la entidad señaiada y 
estén dirigidas a la satisfacción de fines constitucionalmente valiosos, no generan 
infracción del principio de equidad tributaria^^. 

33.4. Finalmente, un cuarto supuesto de vulneración de la equidad tributaria detectado 
por la jurisprudencia constitucional, este con un carácter más general, consiste en ia 
prescripción por ei Legisiador de tratamientos Jurídicos Irrazonables, bien porque 
la obligación fiscal se base en criterios abiertamente Inequitativos, Infundados 
o que privilegian al contribuyente moroso y en perjuicio de quienes cumplieron 
oportunamente con el deber constitucional de concurrir con el financiamiento 
de los gastos del Estado. Para la Corte: 

"La equidad tributaria se desconoce cuándo se deja de lado el principio de 
igualdad en las cargas públicas. La condición de moroso no puede ser titulo para 
ver reducida la carga tributaria. La ley posterior retroactivamente está 
produciendo una inequitativa distribución del esfuerzo tributario que se supone 
fue establecido de manera igualitaria. La reasignación de ia carga tributaria 
paradójicamente favorece a quienes incurrieron en mora y se acentúa en 
términos reates respecto de quienes observaron la ley."^'' 

E n resumen , en el c a s o presente s e ev idenc ia que las no rmas a c u s a d a s toman el tributo 
como un medio para f inanciar la act iv idad de control y vigi lancia de un sector que si bien e s 
ind ispensable para la soc iedad , t iene como fin últ imo "regular" no destruir un sector que l leva 
b ienestar a los usuar ios de serv ic ios públ icos. L a norma a c u s a d a no s e in teresa por las 
proporciones equitat ivas entre el medio ( la contr ibución) y la f inalidad ( la f inanciación de un 
serv ic io) que s e le presta al contr ibuyente, ni la idoneidad de la b a s e para medir el beneficio 
o " justa medida" según lo que recibe quien e s l lamado contr ibuyente. Es to s e consta ta no 
solo porque la b a s e y la tarifa esc r i tas en las normas a c u s a d a s no s e relacionan en forma 
a lguna con el beneficio s ino porque tampoco indican - así fuera indirectamente- la medida 
de utilidad o external idad posit iva que s e recibe según el principio del beneficio inherente a 
las contr ibuciones. 

" Sentencia C-619 de 2014, M.P. María Victoria Calle Correa. 
" Sentencia C-1003 de 2004, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
" Sentencia C-511 de 1996, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. (En esta sentencia, la Corte Constitucional declaró la 
inexequibil idad de un conjunto de normas que prescribían saneamientos f iscales y redenciones de las obligaciones 
tr ibutarias a cargo de personas morosas en el pago de ciertos impuestos). 



3.2 S E G U N D O C A R G O : E L A R T Í C U L O 18 V I O L A E L PRINCIP IO D E L E G A L I D A D E N 
S U V E R S I Ó N C E R T E Z A R E S P E C T O D E L A B A S E , S U J E T O S Y H E C H O G R A V A D O 
(ARTÍCULO 338) Y EN C O N S E C U E N C I A E L 314 T A M B I É N I N C U R R E E N L O S MISMOS 
V I C I O S 

S e viola el principio de legalidad, "nullum tributum sIne Iege praevia, scripta, stricta et 
certa". L a s normas d e m a n d a d a s omiten def in ic iones c o m p r e n s i b l e s o c ier tas de todos 
los e lementos de la obl igación, p e s e a la obl igación de fi jarlos prevista en el art 338 para 

j 3 u e el tributo s e ent ienda es tab lec ido c o m o lo m a n d a el 150 No. 12. 

artiendo del principio de legal idad, que s e e n c a r a con la expedic ión de la ley por el órgano 
reconocido, e s necesar io veri f icar las característ icas que s e han desarrol lado a través del 
t iempo para que s e ent ienda que realmente fue la ley la que en efecto estableció el tributo 
dada la clar idad de s u s e lementos: la ley debe se r escr i ta (/ex scripta), debe se r anterior al 
hecho instituido como gravable {lexpraevia), debe s e r estr icta o de conductas típicas porque 
lo que no está exp resamen te gravado per tenece al mundo de lo excluido por el legislador 
(/ex stricta) y debe es tar dotada de ce r teza , lo que a lude a la comprensibi l idad por aquel los 
l lamados a cumplir con el g ravamen y también por los funcionar ios l lamados a apl icar las 
normas (/ex certa). P a r a el cumplimiento del principio de legalidad no basta con sugerir una 
" idea" de g ravamen porque e s t a s característ icas propias de la ley tributaria, análogas a las 
de la ley penal , ex igen que la ley penetre en la definición del tributo y la forma en que nace 
la obl igación sus tanc ia l o de pago. 

En tonces , la interpretación de las competenc ias regu ladas en el artículo 338 debe 
a rmon izarse con la ex is tenc ia de una ley cierta y previa que def ina los e lementos 
e s e n c i a l e s que identifican y sepa ran el tributo en cuest ión de otros instrumentos tributarios. 
S e trata también de un derecho del contr ibuyente a conocer desde s u creación cómo y en 
qué sentido lo impactan las dec is iones tributarias del Cong reso que lo obligan a 
desp renderse de una parte de s u renta o r iqueza para sos tener las c a r g a s públ icas en 
distintos n ive les de gobierno. 

L a idea, hoy acep tada , de permitir que otros actos que no t ienen fuerza y valor de ley fijen 
un e lemento como la tarifa o alícuota para cuanti f icar la obl igación, deja a sa lvo la identidad, 
tipicidad o taxatividad y ce r teza que son propios de la ley exped ida por el Congreso en virtud 
del principio de legal idad. E n la sen tenc ia C - 2 6 0 del 2 0 1 5 , con ponenc ia de la Dra . Glor ia 
Stel la Ortiz Delgado, la Corte Const i tucional af i rma que es te principio reviste las s iguientes 
característ icas: "i) la necesaria representación popuiar en el establecimiento de los tributos; 
ii) la certeza del tributo, que Implica la fijación clara y precisa de todos y cada uno de 
los elementos del mismo; iii) la ausencia de soberanía fiscal en cabeza de las entidades 
territoriales; y iv) la posibilidad de que ias entidades territoriales, con base en su autonomía, 
regulen aspectos tributarios dentro del marco fijado por la ley^^". De acuerdo al artículo 338 
de la C P . , en nuestro derecho const i tucional, el mandato del Leg is lador e s de imperativo 
cumpl imiento para la autoridad administrat iva en el c a s o de tr ibutos n a c i o n a l e s y es ta 
contr ibución e s de carácter nac iona l . 

Debe e s t a b l e c e r s e por ley un su je to act ivo, uno pas ivo , un h e c h o generador , una b a s e 
gravable y una tarifa. S i bien la Const i tuc ión permite que s e autor ice a e s t a s autor idades 
para determinar la tarifa en las t a s a s y contr ibuciones {siguiendo el método y el sistema 

" Corte Constitucional, Sentencia C-260 del 2015, Magistrada Ponente: Gloria Stella OrtIz Delgado. Recuperada en : 
h t tp : / /www.cor teconst i tuc ional .gov.co/RELATORIA/2015/C-260-15.htm 



^establecido por la ley), s u actuación está restringida a lo prescrito en la ley de creación del 
- .^^ ibuto, que debe s e r lo suf ic ientemente indicativa de la e s e n c i a del tributo y el mecan i smo 

S | je s i rva para captar la obl igación, en función de c ier tas pautas que en t re lazadas entre si 
const i tuyan un método de determinación claro para todos para hal lar primero el factor en el 

ue el tipo o tarifa s e apl ica a una b a s e ya dada por la ley . 

Una pr imera conclus ión resulta imperat iva: en virtud de los principios de legal idad y 
segur idad jurídica e s el legislador quien está facultado para determinar los e lementos 
e s e n c i a l e s del tributo (principio de reserva de ley estricto para impuestos nac iona les que s e 
concentra en la ley) . Y una segunda conclusión nos l leva a af irmar que en virtud del mandato 
consti tucional del artículo 338 de la Const i tución Polít ica, que autor iza cobrar t a s a s y 
contr ibuciones a los contr ibuyentes con el objetivo de recuperar los costos de los serv ic ios 
que les presten o part ic ipación en los benef ic ios que les proporcionan, s e permite 
determinar vía reglamento o resolución administrat iva, según la autor ización, 
so lamente el valor de la tarifa, s iempre y c u a n d o "el sistema y el método para definir 
tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, estén fijados por la ley". 

B a s e gravable = (Cos tos y G a s t o s totales depurados) * (Total ingresos act iv idades 
ordinar ias y s u s act iv idades complementar ias de serv ic ios su je tas a inspección 
v ig i lancia, control y regulación devengados en el período) / (Total de ingresos de 
act iv idades ordinar ias devengados en el pe r íodo) . " 

S e entenderá que e s un tercero independiente s iempre que no cumpla con alguno 
de los criterios de vinculación previstos en el artículo 260-1 del Estatuto Tributario. 

L a incert idumbre insuperable surge porque el legislador acudió a una formulación abierta 
para fijar la b a s e a través de la expresión "con base en" los costos y gas tos totales 

i<3 

E n es te c a s o los e lementos del tributo " formalmente" s e descr iben en la norma del artículo 
18 y s e s iguen en el 314, ambos a c u s a d o s , pero en verdad son tan errát icos que no § g 
espec i f i can por qué s e superponen b a s e s y tari fas en dos tributos acumulat ivos ni cómo 
entrará a modularse la s u m a a pagar según el beneficio, o dentro del espec t ro de todas 
los c o s t o s y g a s t o s cuáles podrían s e r a d e c u a d o s o exc lu idos , dejando un e s p a c i o 
ampl io al reglamento para fijar e s a s c i r c u n s t a n c i a s . Incompatible c o n el pr incipio de 
legal idad. 

V e a m o s c a d a uno de los e lementos: 

a. L a b a s e está "definida" en la ley a c u s a d a como una magnitud referida al sujeto pas ivo, 
"con b a s e en " cos tos y gas tos totales depurados de impuestos, t a s a s , contr ibuciones e 
in tereses, así 

" 1 . B a s e gravable : L a b a s e gravable de c a d a sujeto pasivo s e determinará con base 
en los costos y gastos totales devengados de acuerdo con la técnica contable 
menos los Impuestos, tasas, contribuciones y los Intereses devengados a favor 
de terceros Independientes, del año Inmediatamente anterior al de la fecha de 
liquidación, es te resultado s e denomina cos tos y gasto totales depurados. E s t e valor 
s e mult ipl icará por la división de los ingresos por act iv idades ordinar ias regu ladas y 
el total de ingresos por act iv idades ordinar ias, conforme a los es tados f inancieros de 
la v igenc ia f isca l anterior a la cual s e haga su cobro. L a base gravable descr i ta s e 
calculará para c a d a sujeto pasivo así: 



devengados por c a d a sujeto" de acuerdo "con la técnica contable" pero no reveló 
A d i rectamente cuáles de e s o s costos y gas tos contables rea l izados por el sujeto son objeto 
•5 \de tr ibutación. "Con base en" se emp lea en el lenguaje corriente para exp resa r que aquel lo 
; r |de lo que s e habla t iene cierto apovo o fundamento, así, s e u s a con el sentido de 'con apovo 

^ * ' jen ' o 'con fundamento en ' . E n es te sentido, puede reemp laza rse por exp res iones 
P y ' c o m o sobre la base de, en función de, basándose en, a partir de, de acuerdo con, con base 
^ / en o según^^ que cons ideran los rubros anotados pero no necesar iamente en su totalidad. 

^OG0l5^ Como no ex is te en Colombia una autor ización const i tucional para gravar todo el c o s t o o 
gasto de una entidad jur ídica o p e r s o n a natural c o n una contr ibución e s p e c i a l que no 
pretende cubrir todos los costos y gas tos del aparato estata l y mucho menos de dos o tres 
ent idades de control y v igi lancia, e s a últ ima interpretación podría s e r plausible para 
condicionar la consti tucional idad a que no s e ent iendan todos los costos y gas tos del 
prestador g ravados con la contr ibución, lo que salvaría la acusación de falta de equidad, 
pero no la de falta de legal idad o cer teza por el espac io d iscrec ional que s e otorga al 
reglamento, que e s superior al que la Const i tución permite prec isamente por el principio de 
legal idad. Al respecto ha señalado la Corte}°" 

"La Constitución estabiece entonces que la ley debe fijar directamente los elementos 
esenciales del tributo, pero no cualquier definición basta para satisfacer el principio 
de Iegaiidad. Una abierta imprecisión en el diseño de la obligación Implica que 
las autoridades encargadas de ejecutarla serán las llamadas a completar los 
vacíos o Indeterminaciones de la regulación legal, con lo cual estas terminarían 
definiendo a su vez aspectos esenciales de los elementos constitutivos del 
gravamen cuyo establecimiento es competencia del Congreso. Por tanto, estos 
elementos deben fijarse de modo suficientemente claro y cierto." 

b. L a tarifa apl icable a la b a s e , que presuntamente e s la de legada a c a d a entidad no s e 
estructura mediante un método abstracto sino a través de una operación ari tmética en la que 
las ent idades s iempre t ienen la flexibil idad de aumentar la permanentemente dependiendo 
del valor de s u s propios p resupues tos genera les de gas tos e inversión, como s e aprec ia de 
la redacción legal: 

2. Tar i fa : L a tarifa de c a d a contr ibución espec ia l s e determinará por c a d a uno de los 
sujetos act ivos de la contr ibución de mane ra independiente, tomando el valor del 
presupuesto neto de la entidad correspondiente en el año a f inanciar, incluidos la 
totalidad de gas tos de funcionamiento e inversión, el cua l s e dividirá por la s u m a de 
las b a s e s g ravab les determinadas para los su je tos pas ivos conforme a los es tados 
f inancieros de la v igencia f iscal anterior. 
Tar i fa de contr ibución de sujeto activo = (P resupues to a f inanciar de sujeto act ivo) / 
( S u m a de b a s e s g ravab les de sujetos pas ivos ) . 

Como s e puede observar , la tarifa también viola el principio de legal idad porque e s 
absolutamente abierta: la tarifa s e es tab lece para c a d a uno de los su je tos ac t ivos de la 
contr ibución ( S S P D , C R E G , C R A ) de mane ra independiente, porque s e forma tomando el 
valor del presupuesto neto de la entidad correspondiente en el año a financiar, incluidos 

" Diccionario de Dudas del Lenguaje: h t tps: / /www.dicc ionar iodedudas.com/con-base-en-en-base-a-o-con-base-a/ 
Consultado: 8 de octubre de 2019, 04:10 pm. 

^° Corte Constitucional, Sentencia C-488 de 2000 {MP Carlos Gavir ia Díaz) y Sentencia C-58S de 2015 (MP María Victoria 
Calle Correa) 
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la totalidad de gas tos de funcionamiento e inversión. E s t e valor s e dividirá por la s u m a de 
las b a s e s gravab les determinadas para los su je tos p a s i v o s conforme a ios e s t a d o s 
f inanc ieros de la v igenc ia f isca l anterior con lo cua l s e puede afirmar: 

1 . L o s cos tos y gas tos que s i rven de fundamento al contr ibuyente para determinar la b a s e 
concurren dos v e c e s : en la formación de la b a s e gravable ya ana l i zada y en formación de la 
tarifa de es ta contr ibución, lo que no apa rece como una norma c lara . 
2. L a tarifa por c a d a entidad puede supera r la unidad porque s e hace una operac ión 
independiente por c a d a sujeto act ivo o ente públ ico, de manera que no s e comprende bien 
el tope del 1 % . 
3. Además en mater ia de b a s e a repartir para fijar la tarifa, como ya s e expuso en el cargo 
primero, si la ex is tenc ia de los en tes de control, v igi lancia y regulación está just i f icada por 
la tarea de d inamizar y estabi l izar al sector en beneficio de los usuar ios y al mismo tiempo 
propender por un e s q u e m a de precios jus tos y de condic iones de contratación que hagan 
equi l ibradas las pres tac iones entre las partes, s e concluye que el presupuesto at iende una 
función más ampl ia que alude a la promoción del cumplimiento de los debe res por parte de 
los usuar ios y de las obl igaciones de las e m p r e s a s y demás entes prestadores acorde con 
el mercado y s u lógica económica y no solo está para benef ic iar al vigilado luego s u 
presupuesto pleno no podría ser , lógicamente, el punto de partida de la tarifa s ino la porción 
que v a dirigida a los prestadores de serv ic ios . 

L a tarifa e s una al ícuota de la b a s e gravable propia del contr ibuyente, que arroja la 
obl igación d inerada a pagar según el beneficio recibido, como ya s e ha dicho. E s t a f racción 
e s la Const i tuc ión ex ige definir d i rectamente o de legar en autor idades administrat ivas 
mediando método y s i s tema , pero en la norma a c u s a d a la tarifa depende fundamenta lmente 
de la inmoderac ión de los en tes públ icos que e jercen la vigi lancia y control porque estando 
las s u m a s bajo el control del sujeto pasivo en el divisor todo ahorro en costos y gas tos 
propios aumen ta la tarifa, lo que tampoco puede entenderse como el querer del legislador. 
E l tope del 1 % tampoco signif ica un método o un s i s tema sino un límite. 

c . E l h e c h o generador que es el factor que identifica c a d a tributo para conocer s u 
natura leza y encajar lo en la t ipología tributaria de los tributos o contr ibuciones f i sca les (en la 
terminología del 150 n 12) y en la taxonomía consti tucional más específ ica (del artículo 338 ) 
como impuesto, t a s a o contr ibución, en es te c a s o debería consist i r en la función m isma o 
serv ic io prestado relacionado con el beneficio ( por ejemplo en la contr ibución de valor ización 
el valor de la obra e jecu tada por el coef ic iente individual atribuidle al predio y al sujeto, que 
e s el que s e apropia por el contr ibuyente). 

Pero ex t rañamente para e s e elemento esenc ia l la disposición a c u s a d a prescr ibe que el 
hecho generador, predicable del sujeto pas ivo, e s prestar serv ic ios su jetos a inspección 
control v igi lancia y vender serv ic ios regulados o vigi lados lo cua l e s una tautología 
inconsti tucional porque el s imple hecho de prestar serv ic ios públ icos vigi lados no da origen 
a n ingún tributo v inculado, en tanto el hecho gravado e s la percepción de un beneficio, 
serv ic io o incremento de uti l idades que requiere la p resenc ia de benef ic ios y serv ic ios 
públ icos recibidos. • 

3. Hecho generador. E l h e c h o generador de c a d a contr ibución e s p e c i a l por parte 
de los s u j e t o s p a s i v o s , será la prestación de los s e r v i c i o s s o m e t i d o s a 
inspección. controL vigi lancia y la venta de s u s b ienes v ig i lados o regulados 



Pero según la Const i tución, en las contr ibuciones el hecho gravado o generador no parte de 
,^.^una actividad del sujeto pasivo sino del sujeto act ivo, cuyo costo s e pretende f inanciar con 

« t r i b u t o porque el sujeto activo e jecuta labores o func iones en beneficio de los 
a7^7 «contribuyentes y son , p rec isamente e s a s ta reas las que dan origen a la obl igación tributaria 

^ZUÍMÍ ® psrgo del grupo de individuos benef ic iados en proporc ión al beneficio o valor del serv ic io. 
o B ^ Un hecho muy distinto e s s e r vigilado o regulado porque e s a categoría o en e s a condic ión 

- Víí^ <.v^® atribuye la condic ión de sujeto pasivo "potencial" que s e h a c e efectivo cuando recibe el 
i ^ ^ ^o r f ^ ^ ' beneficio. Más oscur idad introduce el hecho generador en el artículo 314 porque en e s a 

• ' norma s e define como "estar sometido a la vigilancia de la SSPD" y no la mera prestación 
del servic io sometido a inspección, cuando e s el m ismo tributo, dupl icado, con una 
dest inación diferente. 

d) L o s s u j e t o s p a s i v o s no lo son en cuanto pres tadores del serv ic io s implemente sino en 
cuanto vigi lados efect ivamente dentro de un mercado regulado que los p reserva y al ienta, 
para guardar coherenc ia con la contr ibución y por ello una fracción del artículo en lo que s e 
refiere al su jeto pas ivo también e s inconst i tuc ional al traer a la m isma condic ión de 
beneficiar ios de la función a qu ienes "Inciden en los s e r v i c i o s públicos" aun sin se r 
vigi lados como pretende la norma legal. L a tr ibutación v inculada a un serv ic io s e f inca en 
una actividad públ ica de tal forma que sin serv ic io no hay tributo vinculado y sin beneficio 
tampoco porque ambos son e lementos de las t a s a s y contr ibuciones al tenor del artículo 338 
consti tucional, que s e viola como s e consta ta con la lectura de la norma legal: 

"4. Sujetos pasivos. Los sujetos pasivos de la contribución especial son las personas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios, conforme a los artículos 15y16de la 
Ley 142 de 1994, v todos agueilos que inciden directa o indirectamente en la 
prestación de ios servicios públicos domiciiiarios: las personas prestadoras de la 
cadena de combustibles iiquidos y ias personas prestadoras del servicio de 
alumbrado público. Tratándose de la CREG también lo serán las personas 
prestadoras a que hace referencia el artículo 6± de la Ley 812 de 2003 y el Decreto 
número 4299 de 2005, o las normas que lo modifiquen, sustituyan o deroguen, con 
excepción de los distribuidores minoristas en estación de servicio en un municipio 
ubicado en zona de frontera." 

E s cierto que el parágrafo 1 de es te artículo permite al Gobierno Nacional reglamentar las 
característ icas y aque l las condic iones e s p e c i a l e s que s e requieran para desarro l lar es ta 
contr ibución, con lo cua l s e podría, eventua lmente, es tab lecer las d i ferencias de equidad, 
los límites de crecimiento, la comprobac ión del beneficio y otras c i rcunstanc ias que harían 
más c la ras las categorías del tributo. No obstante, dado el d iseño legal en la parte en la que 
s e pretende f inanciar completamente tres ent res públ icos re lac ionados con los serv ic ios 
públicos domici l iarios, y la omis ión de objetivos de la ponderac ión de c i rcuns tanc ias la norma 
tampoco logra garant izar la legal idad en versión ce r teza lo que pone en duda que s e logre 
preservar la capac idad de los sujetos pas ivos para cont inuar contr ibuyendo sin que el pago 
del tributo haga s u negocio inviable y, consecuen temente , s e genere un círculo v ic ioso de 
menor recaudo tributario porque e s a s característ icas y condic iones d i ferencia les y técnicas 
solo podrían influir en la segmentac ión de tar i fas y no en la b a s e que ya e s un dislate en la 
ley. , 

Parágrafo 1°, según el cual "El Gobierno Nacional reglamentará las características 
y condiciones especiales que se requieran para la determinación de las 
contribuciones especiales a que hace referencia el presente articulo, así como los 
asuntos relacionados con la declaración, administración, fiscalización, el cálculo, 



cobro, recaudo y aplicación del anticipo y demás aspectos relacionados con 
obligaciones formales y de procedimiento. (...)" 

e) Y r espec to de delegación de la tarifa, s e viola la m isma norma consti tucional del 338 , 
porque el método no cons ta en la ley sino que s e delegan las c i rcuns tanc ias específ icas al 
reglamento en el parágrafo 1 de e s e mismo artículo. 

L a norma a c u s a d a cuando s e refiere a la tarifa descr ibe una operación aparentemente 
s imple pero oscu ra en el fondo: dividir el gasto total del presupuesto público de c a d a uno de 
los en tes de control entre la sumator ia de las b a s e s (costos y gas tos ) de los vigi lados, s in 
contar para ello con criterios de relación entre los dos factores y los beneficios recibidos por 
el contr ibuyente, como ya s e mencionó en el cargo de falta de just ic ia y equ idad. Lo 
desconoc ido en la delegación de la tarifa son var ios aspec tos tutelares del tributo: 

• Ex i s t e una var iable que depende de los en tes de control que e s el monto total de s u 
presupuesto de funcionamiento e inversión sin ningún límite en s u crecimiento re lac ionado 
con var iab les macroeconómícas como el crecimiento del P I B o del I P C , lo cual invita a una 
gran expansión de nómina y gas tos públ icos, absolu tamente incontrolados por los 
c iudadanos contr ibuyentes. 

• L a norma a c u s a d a otorga a los en tes públ icos la garantía de dividir ta les gas tos entre 
todos los actores vigi lados de mane ra que una parte de la ecuación e s var iable pero 
garant izada, peso a peso, pero no índica el método según el cual s e tomarían los 
coef ic ientes de c a d a uno de los gas tos propios de c a d a sector o de cada agente vigilado, 
para auscu l tar los benef ic ios medibles. T a m p o c o s e toma la molest ia de fijar indicadores de 
ef ic iencia de los en tes públ icos para que la tarifa de contr ibución s e en lace con los provechos 
de la gest ión. E n efecto, la norma a c u s a d a regula es ta fórmula para fijar la tarifa así: 

Tarifa: La tarifa de cada contribución especial se determinará por cada uno de los 
sujetos activos de la contribución de manera independiente, tomando el valor del 
presupuesto neto de la entidad correspondiente en el año a financiar, incluidos la 
totalidad de gastos de funcionamiento e inversión, el cual se dividirá por ia suma de 
las bases gravables determinadas para los sujetos pasivos conforme a los estados 
financieros de la vigencia fiscai anterior. 

Tarifa de contribución de sujeto activo = (Presupuesto a financiar de sujeto activo) / 
(Suma de bases gravables de sujetos pasivos). 

C o m o el divisor del monto a f inanciar e s la sumator ia de b a s e s g ravab les de todos los su jetos 
pas ivos , también resul ta ind ispensable recordar cuál e s la b a s e individual. L a regla a c u s a d a , 
fija la siguiente b a s e 

"Base gravable: La base gravable de cada sujeto pasivo se determinará con base en 
los costos y gastos totales devengados de acuerdo con la técnica contable menos 
los impuestos, tasas, contribuciones y los intereses devengados a favor de terceros 
independientes, del año inmediatamente anterior ai de la fecha de liquidación, este 
resultado se denomina costos y gastos totales depurados. Este valor se multiplicará 
por la división de los Ingresos por actividades ordinarias reguladas y el total de 
Ingresos por actividades ordinarias, conforme a los estados financieros de la vigencia 



* ''i' <-.)pca/ anterior a la cual se haga su cobro. La base gravable descrita se calculará para 
^/cada sujeto pasivo así: 

Base gravable = (Costos y Gastos totales depurados) * (Total ingresos actividades 
L ordinarias y sus actividades complementarias de servicios sujetas a inspección 

vigilancia, control y regulación devengados en el período) / (Total de ingresos de 
actividades ordinarias devengados en ei periodo). 

Se entenderá que es un tercero independiente siempre que no cumpla con alguno 
de los criterios de vinculación previstos en ei artículo 260-1 del Estatuto Tributario. 

Pero para la norma consti tucional v io lada el s i s tema y el método para definir ta les costos y 
benef ic ios, y la forma de hacer su reparto, deben s e r f i jados por la ley, las o rdenanzas o los 
acuerdos . L a falta de cer teza del método s e comprueba en que a renglón seguido, luego de 
haber descr i to una fórmula global de reparto sin pautas ni criterios que pudieran l lamarse 
s istemát icos, s e autor iza la ent rada del Ejecut ivo para reglamentar las condiciones 
especiales y las características de la contribución como si es ta parte del método no estuv iera 
cubierta por la rese rva de ley, p rec isamente para es tab lecer bajo qué característ icas las 
tar i fas s e pueden graduar o aminorar, si s e pueden di ferenciar los fac tores según las 
act iv idades v ig i ladas y si una porción de la operación de la Super in tendenc ia y comis iones 
s e f inancia con recursos presupuésta les y otros ingresos. 

• L a s descr ipc iones ap l icab les a los ac tores del sector eléctrico^^ -que van desde 
pequeñas e m p r e s a s de energías renovab les , distr ibuidores, comerc ia l izadores, has ta 
g randes generadores y e m p r e s a s de gran tamaño-pueden se r dictados por el Ejecut ivo y no 
por el Legis lador que s e desentendió de las característ icas y condic iones espec ia les para 
determinar la contr ibución. 

Art 15 y 16 de la ley 142 de 1994 ARTÍCULO 15. Personas que prestan servicios públicos. Pueden prestar los servicios 
públicos: 15 .1 . Las empresas de servicios públicos. 15.2. Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas mismas, 
o como consecuencia o complemento de su actividad principal, los bienes y servicios propios del objeto de las empresas de 
servicios públicos. Ver art. 125, Ley 1450 de 2 0 1 1 . 15.3. Los municipios cuando asuman en forma directa, a través de su 
administración central , la prestación de los servicios públicos, conforme a lo dispuesto en esta Ley. 15.4. Reglamentada por 
el Decreto Nacional 4 2 1 de 2000. Las organizaciones autorizadas conforme a esta Ley para prestar servicios públicos en 
municipios menores en zonas rurales y en áreas o zonas urbanas específicas. 15.5. Las entidades autorizadas para prestar 
servicios públicos durante los períodos de transición previstos en esta Ley. 15.6. Las entidades descentral izadas de cualquier 
orden terri torial o nacional que al momento de expedirse esta Ley estén prestando cualquiera de los servicios públicos y se 
ajusten a lo establecido en el parágrafo del Artículo 17. Ver art. 1, Decreto Nacional 1713 de 2002, Ver Resolución CREG 
135 de 2012. ARTÍCULO 16. Aplicación de la ley a los productores de servicios marginales, independiente o para uso 
particular. Los productores de servicios marginales o para uso particular se someterán a los artículos 25 y 26 de esta Ley. Y 
estarán sujetos también a las demás normas pert inentes de esta Ley, todos los actos o contratos que celebren para 
suministrar los bienes o servicios cuya prestación sea parte del objeto de las empresas de servicios públicos, a otras 
personas en forma masiva, o a cambio de cualquier clase de remuneración, o gratuitamente a quienes tengan vinculación 
económica con ellas según la Ley, o en cualquier manera que pueda reducir las condiciones de competencia. Las personas 
Jurídicas a las que se refiere este artículo, no estarán obligadas a organizarse como empresas de servicios públicos, salvo 
por orden de una comisión de regulación. En todo caso se sobrent iende que los productores de servicios marginales 
independientes o para uso particular de energía eléctrica están sujetos a lo dispuesto en el ARTÍCULO 45 de la ley 99 de 
1993. PARÁGRAFO. Cuando haya servicios públicos disponibles de acueducto y saneamiento básico será obligatorio 
vincularse como usuario y cumplir con los deberes respectivos, o acreditar que se dispone de alternativas que no 
perjudiquen a la comunidad. La Superintendencia de Servicios Públicos será la entidad competente para determinar si la 
alternativa propuesta no causa perjuicios a la comunidad. , 



C o m o si fueran pocos los defectos const i tucionales de la b a s e y de la tarifa, el artículo 
scoge factores de cos tos y gas tos del sujeto pasivo que tampoco revelan la intensidad 

eG¡/fel uso del serv ic io que el los hacen y que presta la super in tendencia y las comis iones . 

Por últ imo, otro factor de incert idumbre del Art ículo 18, al modificar las contr ibuciones 
espec ia l es a favor de la Comis ión de Regulación de Energía y G a s ( C R E G ) , de la Comis ión 
de Regulación de A g u a Potable y Saneamien to Básico ( C R A ) y de la Super in tendenc ia de 
Serv i c ios Públ icos Domici l iar ios ( S S P D ) e s el que menc iona las tari fas de legadas por c a d a 
una de las ent idades respec t ivas , de forma plural, expl icando que las tar i fas "no podrán s e r 
s u p e r i o r e s al uno por ciento (1%) de las respec t i vas b a s e s gravab les" , pero no d ice s i 
acumulat ivamente pueden s u p e r a r el límite del 1 o del 3 % 

3.3 T E R C E R C A R G O : S E V I O L A E L R E G I M E N C O N S T I T U C I O N A L D E L O S 
S E R V I C I O S P Ú B L I C O S C O N T E N I D O E N L O S A R T Í C U L O S 365, 367 Y 370, P O R 
C U A N T O E L N U E V O T R I B U T O O B L I G A A P R E S T A R E L S E R V I C I O EN C O N D I C I O N E S 
D E I N E F I C I E N C I A E C O N Ó M I C A C O N M A Y O R C O S T O P A R A E L U S U A R I O , SIN 
C O N S I D E R A C I Ó N A L A F INALIDAD S O C I A L Q U E E L E S T A D O C U M P L E A T R A V É S D E 
L A G A R A N T Í A D E A C C E S O A E S T O S S E R V I C I O S . A D I C I O N A L M E N T E S E V I O L A E L 
PRINCIP IO P R O P I O D E L A TR IBUTACIÓN Q U E E S L A E F I C I E N C I A . 

T o d o s es ta remos de acuerdo con la idea según la cual el Es tado debe dar c ier tas fac i l idades 
y oportunidades para que c a d a uno de los c iudadanos desarrol le s u s capac idades y a c c e d a 
a los b ienes primarios, incluso ejecute programas que permitan incrementar las c a p a c i d a d e s 
de los menos favorec idos con el fin de que adquieran e s o s b ienes y serv ic ios pr imarios 
según s u s n e c e s i d a d e s e in tereses. 

E n el plano consti tucional el artículo 365 de la Const i tución Política consag ra que " /os 
servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado"y que " e s deber del Es tado 
asegu ra r s u prestación eficiente a todos los habi tantes del territorio nacional" al t iempo que 
s e mant iene en c a b e z a del Es tado "la regulación, el control y la vigilancia de dichos 
servicios". Por otra parte, el artículo 367 atr ibuye a la ley la f i jación de "competenc ias y 
responsab i l idades relat ivas a la prestación de los serv ic ios públ icos domici l iar ios, s u 
f inanciac ión, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios de costos, 
los de sol idar idad y redistr ibución de ingresos". E s decir, la f inanciación del serv ic io y las 
tar i fas son objeto de regulación por una ley espec ia l que s e ha visto interferida por el articulo 
18, en desmedro de los derechos de los usuar ios a qu ienes desprotege cuando s e le t ras lada 
la contr ibución y de los operadores de los serv ic ios a qu ienes recarga con una contr ibución 
e x c e s i v a que no s iempre s e puede t ras ladar a los usuar ios por el papel que juegan en la 
c a d e n a de prestadores ciertos agentes . 

E s cierto que el control y v igi lancia de los serv ic ios públ icos s e e jerce por medio de la 
Super in tendenc ia de Serv ic ios Públ icos Domici l iar ios, como lo ordena el artículo 370 de la 
Ca r ta pero la f inalidad de tal intervención no e s otra que asegu ra r la prestación ef ic iente de 
los serv ic ios . Ahora , como los cos tos ef ic ientes y otros factores de modulac ión en el rég imen 
de control de tar i fas o en el de libertad vigi lada limitan el ingreso de los prestadores, muchos 
sujetos pas ivos resul tan a fec tados de tal forma que s e restr inge, en lugar de expandi r el 
a c c e s o al serv ic io públ ico, y asegura r la prestación de los serv ic ios , que e s la ta rea que le 
as igna a la Super in tendenc ia la propia Const i tuc ión. E n contra de los mandatos 
const i tucionales s e obliga a los sujetos pas ivos a asumi r el incremento inmoderado de e s t a s 
contr ibuciones lo que implica una vulneración del valor just ic ia en la tr ibutación atribuible a 



la ampl iac ión e x a g e r a d a del presupuesto de la entidad de vigi lancia mientras que el serv ic io 
recibido pe rmanece de mane ra similar. 

E n lo tributario, la contr ibución permite tomar como b a s e los cos tos y gas tos de los agentes 
vigi lados, inf luenciando el mercado de una mane ra fuerte porque solo aquel los que t ransan 
con los usuar ios regulados o f ina les la venta de serv ic ios públ icos o insumos son los que 
pueden recuperar el peso de la exacc ión, pero no aquel los que están dest inados a operar 
de otras fo rmas dentro del s i s t ema , como ocurre, por ejemplo con los proveedores de 
a lumbrado público que contratan con las munic ipal idades. E s t o s agen tes desaparecerán con 
g raves c o n s e c u e n c i a s para la provisión de b ienes por una regulación que no a s u m e la 
neutral idad del mercado. 

El principio de ef ic iencia consagrado en el artículo 3 6 3 para la mater ia tributaria también 
s e viola porque el aumento de la contr ibución influye en el comportamiento de los 
consumidores frente a serv ic ios e s e n c i a l e s que, pese a s u encarec imiento, no pueden dejar 
de adquirir. No obstante, la si tuación del consumidor empeora por vía de es te mayor gasto, 
que económicamente s e e x p r e s a en la pérdida de bienestar. Al c rea rse un tributo sobre 
productos inelásticos el resul tado no será un menor consumo, por el contrario, dado que 
recae sobre b ienes que s e consumirán de forma más o menos fija, lo que ocurrirá con los 
hogares será que s e verán obl igados a pagar el nuevo precio incrementado por la 
contr ibución en desmedro de otros consumos de subs is tenc ia . 

Indirectamente, siguiendo el m ismo principio de ef ic iencia, los mandatos const i tucionales 
que ex igen que el Es tado p romueva la libertad económica (art. 3 3 3 C P ) y e je rza s u labor 
de dirigir y rac ional izar la economía en mater ia de serv ic ios públ icos (art. 334 C P ) , s e ven 
f rustrados porque el tributo del articulo 18 sost iene la operac ión de la C R A , la C R E G y la 
S S P D , a costa de una ruptura evidente de la neutral idad económica que d is tors iona 
el libre funcionamiento del mercado , porque introduce una venta ja tributaria para el sujeto 
que puede t ras ladar la ca rga al usuar io en contra del sujeto que cumple s u s t ransacc iones 
con sujetos no regulados que deben asumi r contra s u patrimonio la ca rga tributaria. L a norma 
del artículo 18 distorsiona la ef ic iencia de las c a d e n a s de prestación de los serv ic ios públ icos 
y la competit ividad de los operadores involucrados. 

*• 
22 (,.) la jurisprudencia de esta Corporación ha previsto que esa intervención será compatible con ios preceptos que 
dispongan ia intervención dei Estado en ei mercado solo resultarán acordes con ia Carta Política cuando esta "i) 
necesariamente debe llevarse a cabo por ministerio de ia ley; ii) no puede afectar ei núcleo esencial de ia libertad de 
empresa; iii) debe obedecer a motivos adecuados y suficientes que justifiquen la limitación de ia referida garantía; iv) debe 
obedecer ai principio de solidaridad; y v) debe responder a criterios de razonabilidad y proporcionalidad". 

La libre competencia económica es una garantía constitucional de naturaleza reiacionai. Quiere esto decir que ia 
satisfacción de ia misma depende dei ejercicio de funciones de inspección, vigilancia y control de ias actuaciones de ios 
agentes que concurren ai mercado, con ei objeto de evitar que incurran en comportamientos abusivos que afecten ia 
competencia o, una vez acaecidos estos comportamientos, imponer ias sanciones que prevea ia ley. (...) Por ello, ia 
protección a ia libre competencia económica tiene también como objeto, ia competencia en sí misma considerada, es decir, 
más allá de salvaguardar ia relación o tensión entre competidores, debe impulsar o promover ia existencia de una 
pluralidad de oferentes que hagan efectivo ei derecho a ia libre elección de ios consumidores, y le permita ai Estado evitar 
ia conformación de monopolios, ias prácticas restrictivas de ia competencia o eventuales abusos de posiciones dominantes 
que produzcan distorsiones en ei sistema económico competitivo. Así se garantiza tanto ei interés de ios competidores, ei 
colectivo de ios consumidores y el interés público dei Estado". Sentencia C-22S/10 



L a idea más genera l i zada de ef ic iencia e s la opt imización en la que s e pueden producir más 
b ienes de un tipo sin dejar de producir b ienes de otro tipo mejorando ei serv ic io sin perjudicar 
: nadie. Así nadie s e opondría al cambio porque s e l lega a una si tuación ópt ima, pero resul ta 
que acá p a s a algo más grave para la provisión de serv ic ios : no solo no s e mejora la si tuación 
sino que no s e prevé como compensar a los que empeoran en contra de las reglas mín imas 
de conv ivenc ia para ofrecer y disfrutar de los serv ic ios básicos . 

3.4 C U A R T O C A R G O . V I O L A C I O N E S ESPECÍF ICAS D E L A R T Í C U L O 314 D E L A 
L E Y D E L P L A N 

L a norma en cuest ión es tab lece otra contr ibución igual a la del artículo 18 tantas v e c e s 
citado, sobre la m i sma base gravable. E n términos senci l los es ta norma mater ia l iza una 
doble tr ibutación proscrita por motivos de equidad, porque no puede g rava rse dos v e c e s el 
mismo hecho con cargo al mismo sujeto pas ivo, y en es te caso sobre la m i sma b a s e gravable 
que resul ta dupl icada sin ninguna just i f icación. ¿Qué contr ibución ser ia aquel la que pretende 
aprop iarse de la m i s m a cifra que cobra para el sostenimiento e inversión de otra entidad que 
s implemente administra el Fondo? O, si s e trata del presupuesto del Fondo, qué relación 
t iene es te , de carácter compensator io, con el beneficio apropiado por el contr ibuyente? 

ARTÍCULO 314. CONTRIBUCIÓN ADICIONAL A LA CONTRIBUCIÓN DEFINIDA 
EN EL ARTÍCULO 85 DE LA LEY 142 DE 1994 PARA EL FORTALECIMIENTO 
DEL FONDO EMPRESARIAL. A partir del 1° de enero de 2020 y hasta el 31 de 
diciembre de 2022 se autoriza el cobro de una contribución adicional a la regulada 
en el artículo 85 de la Ley 142 de 1994. Dicha contribución se cobrará a favor del 
Fondo Empresarial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
(SSPD). Las regias aplicables a esta contribución serán las siguientes: 
1. La base gravable es exactamente la misma que la base de la contribución de que 
trata el artículo 85 de la Ley 142 de 1994, o cuando corresponda las normas que lo 
modifiquen, sustituyan o adicionen. 
2. Los sujetos pasivos son todas las personas vigiladas por la SSPD. 
3. El sujeto activo de esta contribución será la SSPD. 
4. La tarifa será del 1%. 
5. El hecho generador es el estar sometido a la vigilancia de la SSPD. 
El recaudo obtenido por esta contribución adicional se destinará en su totalidad al 
Fondo Empresarial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. El 
traslado de los recursos de las cuentas de la Superintendencia al Fondo Empresarial 
de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios estará exento del 
gravamen a los movimientos financieros. 

Además de lo has ta ahora expuesto que apl ica para los e lementos del tributo, la contr ibución 
adicional temporal para el Fondo E m p r e s a r i a l , prevista en el artículo 314 of rece s u s propios 
v ic ios de inconst i tucionai idad: 

a) E l h e c h o generador ado lece de incert idumbre porque el numera l 5 del artículo en 
mención dice que el hecho gravado " e s el estar sometido a la vigilancia de la SSPD. " cuando 
el Fondo no regula ni vigila y la actividad del sujeto sometido a la vigi lancia no e s la c a u s a 
del tributo de contr ibución espec ia l sino la relación de beneficio que recibe de un serv ic io 
públ ico de regulación. E n todas las contr ibuciones y t a s a s el hecho generador e s la función 
pública, o el serv ic io o la obra que s e pretende f inanciar, o el uso del dominio público que e s 
la magnitud cuant i f icable en la base gravable. Por e s a m isma razón ia act iv idad m isma del 
sujeto s e t iene en cuenta para es tab lecer el aspec to subjetivo del hecho imponible. L a 

» 



prestación de un serv ic io vigilado no e s la que genera el tributo, que en e s e c a s o devendría 
-riv, en un impuesto, s in conexión directa con las ac tuac iones públicas o los serv ic ios recibidos 

<:?por el contr ibuyente como cor responde a la noción de impuestos. 

L o que genera el tributo denominado contr ibución, e s el beneficio recibido por la 
jtaOTSMlíjir función o serv ic io públ ico de control y vigi lancia; de allí que los sujetos pas ivos s e a n todas 

i í ^ ^ a r i o K pe rsonas vigi ladas por la S S P D . L a t ipología consti tucional reconocida en el artículo 338 
^ es tab lece como nota carac ter izadora de las contribuciones^^ y las tasas^ ' ' los beneficios 

/ , ' 1 recibidos y los costos de los servicios que s e les prestan a los contr ibuyentes de t a s a s y de 
^ contr ibuciones. Gurísprudencia) y sin superar el costo del servic io o el beneficio recibido por 

serv ic ios regulatorios y de control prestados por la S P P D , la C R E G y la C R A que en grac ia 
de discusión podrían exist i r en e s o s en tes pero no en el Fondo Empresa r ia l que debe ^ 
fo rmarse como una cuenta espec ia l de la Super in tendenc ia . 

22 En sentencia C- 402 de 2010 la Corte determina que "Las contribuciones tienen las siguientes características: (i) surgen 
de la realización actual o potencial de obras públicas o actividades estatales de interés colectivo, en donde necesar iamente 
debe existir un beneficio para un individuo o grupo de individuos; (ii) Se trata de una prestación que reconoce una inversión 
estatal , por lo que su producto está destinado a su f inanciación; (¡ii) La prestación que surge a cargo del contribuyente es 
proporcionai al beneficio obtenido, asi lo reconoce el articulo 338 Superior al señalar que: "La lev fpuedel permitir que 
las autoridades fijen las tarifas de las fcontribucionesl que cobren a los contribuyentes, como (...) participación en los 
beneficios que les proporcionen"; (iv) el obligado tributario no t iene la opción de negarse a la inversión, por ei contrario, 
se encuentra comprometido con su pago a raíz del provecho que le reporta; (v) la contr ibución, por regla general, es 
progresiva, pues se liquida de acuerdo con el rédito obtenido.. 

Para el caso de las contr ibuciones f iscales, resulta pert inente resaltar que el artículo 29 del Estatuto Orgánico de 
Presupuesto las define como "los gravámenes establecidos con carácter obligatorio por la ley, que afectan a un 
determinado y único grupo social o económico y se utilizan para beneficio del propio sector." 
2" Corte Constitucional. Sentencia C- 278 de 2019. En este orden de ideas, se consideran tasas aquellos gravámenes que 
cumplan las siguientes características: (i) la prestación económica necesar iamente tiene que originarse en una imposición 
legal; (ii) la misma nace como recuperación total o parcial de los costos que le representan al Estado, directa o 
indirectamente, prestar una act ividad, un bien o servicio público; (iii) la retribución pagada por el contribuyente guarda 
relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al 
disponer que: "La ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [tasas] que cobren a los contribuyentes, 
como recuperación de los costos de los servicios que les presten"; (iv) los valores que se establezcan como obligación 
tributaria excluyen la utilidad que se deriva de la uti l ización de dicho bien o servicio; (v) aun cuando su pago resulta 
indispensable para garantizar el acceso a actividades de interés público o general, su reconocimiento tan sólo se torna 
obligatorio a partir de la solicitud del contr ibuyente, por lo que las tasas indefect iblemente se tornan forzosas a partir de 
una actuación directa y referida de manera inmediata al obl igado[38]; (vi) el pago, por regla general, es proporcional, pero 
en ciertos casos admite criterios distributivos, como por ejemplo, con las tarifas d¡ferenc¡ales[39]. 
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L a sobreimposic ión sobre determinadas r iquezas e s ineficiente, y agrede el artículo 363 de 
la Car ta , aunque c a d a uno de los tributos individualmente cons iderados sa t i s faga los 
exámenes de legal idad, ce r teza , y no retroactividad, dado que este e s un principio diferente 
que pretende recaudar tributos con el menor costo posible para la administración y menores 
f r icc iones entre los agen tes de mercado. E l problema radica en que la m i sma fuente de 
r iqueza soporta dos o más tributos en favor del m ismo sujeto activo (en es te c a s o la 
super in tendenc ia) sobre la m i sma b a s e u objeto (lo que s e es tab lece en el 314 ) y sobre el Á\ 
mismo sujeto pasivo vigilado. E s t e e s un c a s o patológico de la tr ibutación y uno de los -
e jemplos clásicos de inequidad proscr i ta en la Const i tución bajo la noción jus t ic ia y 
equidad del art iculo 95 numeral 9. 

L a equidad y la e f icac ia del s i s tema contenida en el artículo 363 resultan mal t rechas porque 
no s e integra el nuevo tributo de a lguna forma, en relación con el preexistente, a t ravés de 



22 En la Sentencia C-136 de 1999 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) la Corte se pronunció sobre la exequibil idad del 
Decreto 2331 de 1998, expedido en el marco del estado de emergencia, contemplado en el artículo 215 de la Consti tución. 
El artículo 29 de dicho decreto, contemplaba la creación de la "contr ibución sobre t ransacciones f inancieras" [26] . La Corte 
señaló en esa oportunidad que si bien el artículo 29 del Decreto 2331 de 1998 daba a entender que la carga tributaria allí 
descrita era una contr ibución parafiscal, en realidad se trataba de un impuesto debido a que dicho artículo establecía "como 
sujetos pasivos de la contr ibución a los usuarios del sistema f inanciero y de las ent idades que lo conforman, y como 
beneficiario al s istema mismo", es decir, porque los contr ibuyentes eran diferentes de los beneficiarios. 

J^^ún tipo de exclusión o de minorac ión. Además la tarifa s e es tab lece di rectamente en el 
.^l^: ^ V o , e s decir en el tope superior de la ordinaria y aunque el hecho generador s e t rastoca 

¿¿UA6A ^^'rno si s e tratara de un impuesto a la vigi lancia s e le denomina "contr ibución adic ional" 
«Í5 •• • f i n q u e no s e s igue la taxonomía tributaria porque acá el beneficio para los contr ibuyentes 

* ' solo no s e puede cuanti f icar sino que no s e puede anticipar, dado que no s e s a b e si el 
^ x Q V i v tw fondo v a a s e r l lamado a apa lanca r a otras ent idades. 

Resu l t a evidente que s e trata del mismo tributo solo que es te t iene una dest inación más 
específ ica, dirigida a un Fondo Empresa r ia l manejado por la m i sma Super in tendenc ia que, 
según la ley, s e dest ina a f inanciar a las e m p r e s a s en toma de posesión. De manera que su 
hecho generador reve la más bien la ex is tenc ia de un impuesto de dest inación específ ica y 
si así fuera sería violatorio del artículo 359 de la Const i tuc ión, además de discriminatorio 3 o 
contra los miembros del sector que e s objeto de la vigi lancia que resultan sa l iendo al 
sa lvamento de e m p r e s a s que no cumplen con los estándares de operac ión, o que t ienen 
dif icultades de car tera u otros problemas f inancieros. C o m o ocurr ió en su día con el G M F , la § ^ 
Corte expl icó que no s e trataba de una contr ibución y tampoco podía des t inarse al g g 
sa lvamento de los bancos^^. 

^ o 
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P u e d e ocurrir, en un e x a m e n de equidad, que sobre un mismo objeto imponible reca igan 
var ios tributos y que el los, independientemente, s e a n aco rdes con dicho principio de 
capac idad contributiva, pero lo critico y re levante para el anál isis de consti tucional idad e s 
determinar si d icha plur imposición contraría el principio, porque s e c a u s a de manera 
acumulat iva en una imposición opres iva para las pe rsonas part iculares y además hostil en 
contra del cumplidor de los deberes regulatorios de quien s e ex t rae la exacción para 
dest inar la a e m p r e s a s que no cumplen o entran en dif icultades f inanc ieras , que 
defini t ivamente e s el c a s o . 

3.5 QUINTO C A R G O : L A L E Y D E L P L A N V I O L A E L A R T I C U L O 339 D E L A 
C O N S T I T U C I Ó N P O R Q U E NO E S UN V E H Í C U L O A P T O P A R A M O D I F I C A R N O R M A S 
T R I B U T A R I A S P E R M A N E N T E S NI P A R A E S T A B L E C E R S O B R E T A S A S A L A S 
E X I S T E N T E S , Q U E NO G U A R D A N R E L A C I Ó N D E C O N E X I D A D C O N E L P L A N MISMO. 
I G U A L M E N T E S E V I O L A E L PRINCIP IO D E UNIDAD D E M A T E R I A C O N T E M P L A D O E N 
E L A R T Í C U L O 158 D E L A C A R T A . 

L a s no rmas v io ladas determinan: 

ARTICULO 339. <lnc¡so 1o. modificado por el artículo 2o. del Acto Legislativo 3 de 
2011. El nuevo texto es siguiente:> Habrá un Plan Nacional de Desarrollo 
conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas 
del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos 
nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a 
mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de 



inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales 
programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los 
recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que 
garantice la sostenibilidad fiscal. 

ARTICULO 158. Todo proyecto de ley debe referirse a una misma materia y serán 
inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen con ella. 
El Presidente de la respectiva comisión rechazará las iniciativas que no se avengan 
con este precepto, pero sus decisiones serán apelables ante la misma comisión. La 
ley que sea objeto de reforma parcial se publicará en un solo texto que incorpore las 
modificaciones aprobadas 

a) S o b r e la violación del art ículo 339 tenemos que admitir que realmente en las B a s e s de ^ / o 
la L e y del P lan^^ no ex is ten cons iderac iones tributarias y por ello n ingún tributo fue 
presentado en la iniciativa original. So lo en la ponencia para primer debate s e introdujeron, 
entre otras no rmas tr ibutarias, los textos que luego vinieron a convert i rse en los artículos 18 
y 314 acá demandados . Una contr ibución con vocación de permanenc ia , como la que ^ 
pretende aumentar y f inanciar el costo de los serv ic ios prestados a los en tes vigi lados en 
principio e s a jena a la L e y del P lan cuyos objet ivos, metas y est rategias no son de carácter 
tributario. A d e m á s la jur isprudencia de la Corte ha dictaminado que la "unidad de mater ia": 

"Impide entonces que se incluyan disposiciones extrañas al objeto general de la ley y, 
en esa medida, asegura (i) que ia deliberación legislativa se surta adecuadamente. 

22 Las prioridades y objetivos del Gobierno actual . Se dividen así: , • 

a. Pacto por la legalidad: Se refiere a la lucha por la creación de una cultura de legalidad a partir del establecimiento 
de seguridad efect iva y justicia t ransparente, empleando como instrumentos ei respeto por la propiedad privada, 
la lucha contra la corrupción, la presencia del Estado y la independencia de todas las instituciones tendiente a 
promover la part icipación ciudadana. Adicionalmente, se planea la intervención para la estabilización social y 
económica de los terri torios, la reparación a víctimas del conflicto y el acompañamiento a los excombat ientes 
que efect ivamente se han desmovil izado. 

b. Pacto por el emprendimiento, formalizaclón y productividad: Pretende fomentar y apoyar el emprendimiento a 
partir de la legalidad. Plantea como elemento fundamental la libertad económica y ei pleno desarrollo del 
potencial productivo. Para aicanzar dichos f ines, resulta necesario conseguir una mejora regulatoria y tr ibutaria 
que racionalice t rámites y promueva el emprendimiento y la actividad empresarial en el país. 
Simul táneamente, expone la necesidad de llevar a cabo una t ransformación productiva que permita reducir la 
dependencia de los hidrocarburos y que posibilite conseguir una transformación digital, la provisión de bienes 
públicos para ei sector productivo y el diseño y apiicación de proyectos estratégicos en materia de infraestructura 
y transporte, todo con la intención de potenciar sectores agroindustriales, la economía naranja y el tur ismo, 
entendido este ú i t imo como eje centrai de la economía de los próximos años. 

Las estrategias a emplear para alcanzar las mencionadas metas, y dinamizar el desarrollo del sector rural 
consisten en superar ia falta de inversión, conseguir un pleno aprovechamiento del potencial agropecuario, la 
inclusión social y productiva, la promoción de la mujer rural , la innovación y aprovechamiento dei capitai natural. 

c. Pacto por la equidad: Plantea la necesidad de reducir la desigualdad y discriminación en todos los sectores de la 
sociedad, mediante el aumento de oportunidades a fin de construir un país con más altos ingresos y mejores 
condiciones de vida para su población. En este sentido, se reducir la pobreza monetaria a través de la remoción 
de barreras de acceso a educación, salud, servicios sociales esenciales, así como fomentar la inclusión productiva 
y ia art iculación de la población pobre y vulnerable con los proyectos de emprendimiento. 

d. Pactos transversales y habliltadores para la equidad: Presenta los pactos que servirán de habil i tadores y que 
fomentarán la creación de espacios de coordinación que propicien la construcción de condiciones para la equidad 
y ia igualdad de oportunidades. 

e. Pactosreglonalesy territoriales: A l a luz de todo lo anterior, plantea un conjunto de pactos diseñados para aplicar 
todos los demás pactos de manera exitosa ai interior de los terri torios, mediante la cooperación entre la nación 
y los gobiernos subnacionaies. 
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respetando el principio democrático (art. 3) y (ii) que la aprobación de leyes resulte 
ordenada a fin de que los ciudadanos y ias autoridades puedan conocer las normas 
que rigen su comportamiento, asegurando asila vigencia del Estado de Derecho (arts. 
1 y 6) y el principio de publicidad (art. 209)^. 

"3.2.5. El precedente vigente, reiativo al alcance y fundamento de la unidad de materia 
en la ley del Plan Nacional de Desarrollo, puede sintetizarse en los siguientes 
enunciados. ., ; 

a) El principio de unidad de materia en la ley aprobatoria del Plan Nacional de 
Desarrollo impone la conexión o vinculo entre los objetivos o metas contenidos en la 
parte general del Plan y los instrumentos creados por el legislador para alcanzarlos. 
En consecuencia, el legislador no puede incluir cualquier tipo de normas en la ley del 
Plan, siendo indispensable que las medidas de naturaleza instrumental se encuentren 
en una relación de conexidad directa con los objetivos y metas del Plan. Si ello no 
ocurre o si la disposición no incorpora ningún mecanismo para ia ejecución de una de 
las políticas del Plan, se producirá una infracción del artículo 158 de la Carta. Asi pues, 
las exigencias del principio de unidad de materia se predican de las normas de 
carácter presupuestal y de aquellas que señalan mecanismos para ia ejecución de 
PlarPSi. 

§ 1 
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E n otra jur isprudencia que s e reitera s e refiere a las normas de contenido instrumental como 
las dirigidas a e jecutar p lanes y programas y me tas del plan. 

"Otras, de contenido instrumental, deben señalar las estrategias presupuéstales o 
normativas para realizar tales programas. Si estas últimas no pueden ser referidas a 
ias primeras, es decir carecen de aptitud sustancial directa e inmediata para realizar 
los planes y programas y las metas generales, resultan ajenas a la materia o asunto 
de que trata la ley. Y si la disposición no recoge ningún instrumento de realización de 
políticas, igualmente debe ser considerada extraña a la materia de una ley cuatrienal 
de planeación."Sentencia C - 3 0 5 de 2 0 0 4 

T a l vez la más importante de es tas líneas jur isprudencia les e s la que re lac iona la unidad de 
mater ia con la e jecución de presupuestos y prohibe corregir normas legales anter iores o 
l lenar vacíos; . ,,. -

"Complementando el anterior criterio para el juzgamiento de la ley del Plan, la 
jurisprudencia también ha sostenido que violan el artículo 158 "aquellas normas que 
no tengan como fin planificar y priorizar las acciones públicas y la ejecución del 
presupuesto público durante un cuatrienio" de manera tal que la Ley del Plan no 
puede ser empleada "para "llenar los vacíos e inconsistencias que presenten leyes 
anteriores" (...) o para "ejercerla potestad legislativa general reconocida al Congreso 
de la República, sin ninguna relación con los objetivos y metas de la función de 
planificación" (...)."Sentencia C-394 de 2012. Se apoyó la Corte, en esa oportunidad, 
en las sentencias C-573 de 2004, C-795 de 2004, C-376 de 2008 y C-377 de 
2008. 

P u e s bien, la cuest ión consti tucional s e plantea porque e s t a s dos normas tr ibutarias no 
guardan conex idad con las b a s e s y objetivos del P lan de mane ra directa ya que s implemente 

22 Corte Constitucional, Sentencia C-016 de 2016. M.P Alejandro Linares 



id i f ican la tr ibutación v inculada contenida en una norma preexistente la L e y 142 de 1993 
eQ'Eu artículo 85 , que el gobierno est imó insuficiente. Por otro lado por cuanto la mater ia de 

J X k v . q a léy del P lan s e refiere a la acción estatal y de invers iones de las ent idades públicas a los 
propósi tos y metas de la acción estatal y s u s presupuestos de mane ra que muy 
excepc iona lmente s e podrían modif icar tributos permanentes . E l artículo 314, aunque e s 

•¡£P£ BO '̂'̂ '̂ '̂ ^ temporal , tampoco enca ja en la mater ia del artículo 339 de la Const i tución, puesto que s u 
— p r o p ó s i t o no e s p lanear sino es tab lecer obl igaciones d ineradas a los sujetos pas ivos a jenos 

al Es tado , c reando un tributo nuevo para un Fondo Empresa r ia l que mane ja y administra la 
m i s m a Super in tendenc ia que e s el sujeto activo del tributo. T a m p o c o s e trata de 
"especificar recursos financieros' preex is tentes para ciertos programas y proyectos 
públ icos, porque c rear no e s especi f icar . 

b) S o b r e la violación del art iculo 158 de la Const i tución, también por falta de unidad 
de materia, e s necesar io acudir al p recedente de la Cor te que recientemente en mayo de 
2019 profir ió la sentenc ia C - 2 1 9 de 2019^^ para dec larar inexequible una norma que 
pretendía modif icar un factor de la b a s e de l iquidación pensional , "reiterando la línea 
jurisprudencial sentada en las Sentencias C-008 y C-092 de 2018 sobre la verificación del 
cumplimiento del principio de unidad de materia, no solo como vicio formal, sino visto desde 
la perspectiva de un examen material, esto es, que su análisis se adelante a partir del ^ 
escrutinio del contenido normativo de la disposición acusada, con el fin de verificar que este 
guarde coherente relación con el estatuto legal del cual hace parte." 

E l Comun icado de p rensa de la Sen tenc ia C - 2 1 9 de 2019^^ recordó la natura leza jurídica de 
las leyes que aprueban el P lan Nacional de Desarrol lo y s u s contenidos, y especif icó que 
es te tipo de leyes son mult i - temáticas o heterogéneas porque están compues tas de una 
parte genera l , en donde s e formulan los propósitos, objetivos y metas de la política 
económica, soc ia l y ambienta l , en un periodo de cuatro años, y un plan de invers iones 
públ icas en donde s e determinan los recursos f inancieros y las normas jurídicas 
instrumentales para poder l levar a cabo los objetivos genera les del P lan . Así mismo, s e puso 
de manif iesto que para veri f icar el respeto del principio de unidad de mater ia previsto en el 
artículo 158 de la Const i tución Polít ica, en las leyes que aprueban el P lan Nacional de 
Desarro l lo s e t iene que efectuar un control de const i tuc ional idad más estr icto, a fin de 
comprobar si las normas conten idas en es te cumplen con los presupuestos de conex idad 
directa e inmediata entre los objet ivos genera les y las normas instrumenta les o de 
e jecución: » 

"Con fundamento en las anteriores consideraciones y en aras de verificar la unidad 
de materia del artículo 135 de la Ley 1753 de 2015 que establece un Ingreso base 
de cotización mínimo del 40% del valor mensualizado de los ingresos de los 
trabajadores independientes por cuenta propia y los independientes con contrato 
diferente a prestación de servicios que perciban ingresos mensuales iguales o 
superiores a un (1) salario mínimo mensuaí legaí vigente, se reaíizó ei Juicio de 
conexidad directa e inmediata y se comprobó que no se cumplen con los 
criterios fijados en la Jurisprudencia del juicio estricto de constitucionalidad de 
las normas que se incorporan al Plan Nacional de Desarrollo, en la medida en 
que se trata de una disposición de seguridad social de índole transversal y con 
carácter permanente en el orden jurídico que debe estar incluida en una ley ordinaria 

22 Corte Consti tucional, comunicado No. 16 del 22 y 23 de mayo de 2019. 
2' Corte Consti tucional, comunicado No. 16 del 22 y 23 de mayo de 2019. 
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que se ocupe de regular concretamente esta materia." (Negri l la fuera del texto 
original). 

a^LUAGF el texto del proyecto de ley no s e encuent ra proposic ión a lguna sobre los artículos 18 y 
jtsriois ^ 314 ni s e menc ionan las característ icas de las contr ibuciones e s p e c i a l e s que en es tos s e 

' *^"^s ^ o modifican y c rean . Únicamente s e hace menc ión a las contr ibuciones e s p e c i a l e s del artículo 
MlítK^ ^^<T 85 de la L e y 142 de 1994 en la página 452 y a la neces idad de consol idar el Fondo 

•^Db B*3^" Empresar ia l de la Super in tendenc ia de Serv i c ios Públ icos Domici l iar ios en la página 4 4 9 del 
documento B a s e s del P lan nacional de Desarro l lo 2018 -2022 - Pac to por Co lombia , pacto 
por la equidad, dentro del Objetivo 4: Incorporar las modificaciones pertinentes al esquema 
y capacidad institucional del sector, para mejorar la ejecución de proyecto y fortalecer la g - , 
vigilancia y la regulación oportuna y diferenciada a las empresa:^°, objetivo que no s e 
re laciona di rectamente con aumentar de mane ra exorbitante los tributos a los part iculares 
puesto que ex is ten múlt iples m e c a n i s m o s para fortalecer una institución en relación con s u s 
facul tades, func iones o herramientas jur ídicas. No todo e s cuest ión de recaudo. 

L a s a lus iones al P lan de Desarrol lo solo s e ref ieren a un fortalecimiento institucional que les 
indicaba a todos que e s a fortaleza s e daría, pero con posterioridad a que las ent idades 
menc ionadas genera ran insumos técnicos y jur íd icos para modificar la b a s e gravable, a 
través de ley ordinaria. No s e debe perder de v is ta que cuando s e trata de ley que aprueba 
el P N D , el control del respeto del principio de la unidad de materia debe s e r rígido, a 
di ferencia de lo que ocurre con las normas ordinar ias, para que de es ta mane ra s e 
conserven los objetivos del P lan . Más aun t ratándose de normas tr ibutarias^^ 

De hecho, el problema e s de temporal idad de la ley del Plan y de unidad de materia 
planif icadora que no equivale a la mater ia de los tributos y tampoco cor responde a un 
instrumento apare jado a una nueva inst i tución. No tendría sentido erigir una t ipología 
espec ia l de ley, con una mater ia e x p r e s a y s e p a r a d a para tratar todos los t emas propios de 
las leyes tributarias que s e del iberan y d iscuten según un férreo principio de legal idad, por 
cuanto penetran en la es fe ra de la propiedad y es tab lecen límites al ejercicio de c ier tas 
act iv idades, si es ta t ipología, s u s formas y s u s garant ías pueden ve r se modi f icadas por la 
L e y del P lan . 

S E X T O C A R G O . S E I N F R I N G E E L PRINCIP IO D E D E B I D A D E L I B E R A C I Ó N 
D E M O C R Á T I C A Y D E P U B L I C I D A D A R T I C U L O 157 Y 341 D E L A C O N S T I T U C I Ó N 

2° Mención al artículo 85 de la Ley 142 de 1994: 
4) Objetivo 4. Incorporar las modif icaciones pert inentes al esquema y capacidad Institucional del sector, para 
mejorar la ejecución de proyectos y fortalecer la vigilancia y regulación oportuna y diferenciada a las empresas 
(...) 
b) Fortalecer Institucional, f inanciera y técnicamente a la SSPD y a la Comisión de Regulación de Agua y Saneamiento 
Básico (CRA) 
• La SSPD y la CRA generarán los Insumos técnicos y jurídicos para la modif icación de la base gravable de la 
contr ibución especial de los servicios de vigilancia y regulación, al que hace referencia el artículo 85 de la Ley 142 de 1994, 
con el fin de fortalecer la capacidad para ejercer sus funciones en el terri torio nacional. MinVivIenda expedirá una norma 
orientada al fortalecimiento técnico de la CRA. (página 452) 
• Mención al Fondo Empresarial de la SSPD: 
Entre estas medidas se debe robustecer el f inanciamiento, la solidez y sostenibil idad del fondo empresar ia l de la SSPD, 
como Instancia que respalda y garantiza la continuidad del servicio sin generar exposición f iscal. Lo anterior, en la medida 
en que, con la part icipación predominante del sector privado en la prestación de servicios públicos, se debe contar con 
instancias que mitiguen la afectación de la continuidad del servicio en el evento que dichos actores, por circunstancias de 
cualquier tipo, pierdan la capacidad entre estas las f inancieras, o la idoneidad para la prestación del servicio (Página 449) . 
21 Corte Constitucional. Sentencias C-573 y C-795 de 2004, C-377 y C-539 de 2008. 
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^ ) R Q U E L A S N O R M A S T R I B U T A R I A S A C U S A D A S F U E R O N I N C L U I D A S E N L A L E Y 
, D f L P L A N OMIT IENDO UN C U A R T O D E B A T E C O N PUBLICACIÓN P R E V I A D E L O S 

jiZULUASA T E X T O S Q U E HABÍAN S I D O M O D I F I C A D O S E N T E R C E R D E B A T E E N L A C Á M A R A 
. ^ ^ U E Q U E D A R O N SIN D E L I B E R A C I O N Y F U E R O N V O T A D O S C O N F O R M E A L O DICHO 

^tó 0Vi'*\ P O R L A C A M A R A . 

L a s normas const i tucionales v io ladas d icen: • 

"ARTÍCULO 157. Ningún proyecto será ley sin los requisitos siguientes: 
1. Haber sido publicado oficialmente por el Congreso, antes de darle curso en la 
comisión respectiva. 
2. Haber sido aprobado en primer debate en la correspondiente comisión permanente 
de cada Cámara. El reglamento del Congreso determinará los casos en los cuales el 
primer debate se surtirá en sesión conjunta de las comisiones permanentes de ambas 
Cámaras. 
3. Haber sido aprobado en cada Cámara en segundo debate. 
4. Haber obtenido la sanción del Gobierno. 

Art ículo 341 . El gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación 
activa de las autoridades de planeación, de las entidades territoriales y del Consejo 
de Gobierno Judicial y someterá el proyecto correspondiente al concepto del 
Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del Consejo procederá a efectuar 
las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del periodo 
presidencial respectivo. 

C o n fundamento en el informe que e laboren las comis iones conjuntas de asun tos 
económicos , c a d a corporación discutirá y evaluará el plan en sesión plenaria. 

L a ley Orgánica 152 de 1994 también ordena los debates y d iscus iones a las que s e somete 
el proyecto de L e y del P lan 

Artículo 20°.-Presentación y primer debate. E l proyecto del P lan Nacional de 
Desarrol lo será presentado ante el Congreso de la Repúbl ica y s e le dará primer 
debate en las comis iones de asun tos económicos de a m b a s Cámaras en sesión 
conjunta, en un término improrrogable de cuaren ta y c inco días. 
Art ículo 21 " . -Segundo debate. C o n base en el informe rendido en el primer debate, 
c a d a una de las Cámaras en sesión plenaria discutirá y decidirá s o b r e el 
proyecto presentado en un término improrrogable de cuarenta y cinco días. 

L a jur isprudencia consti tucional cons idera que el pr incipio de publ icidad en el t rámite 
legislativo, "tiene como finalidad contribuir en la deliberación de las iniciativas 
legislativas, lo cual es uno de los contenidos característicos del sistema democrático, sobre 
el cual descansa la organización política diseñada porta Constitución de 1991 (articulo lf^". 
E n efecto, la publicidad e s el presupuesto del debate, la hierramienta que permite el 
funcionamiento t ransparente de las reglas de discusión al interior del órgano legislativo y 
por ende, "los congresistas deben conocer previamente los proyectos, iniciativas y 
proposiciones que deben estudiar y analizar para participar, en representación de sus 
electores, en el escenario de deliberación por excelencia: el debate parlamentario." 

22 Corte Constitucional, Sentencia C-481 de 2019. M.P. Alejandro Linares. 



Sj P^.tn Sen tenc ia C -760 del 2001 que declaró la inexequibi l idad parcial de la L e y 600 de 2000 
porque los representantes a la Cámara al momento del cuarto debate no conocieron el 
ontenido de unas proposic iones modif icatorias del texto del proyecto, la Corte advierte que 

"el desconocimiento general del proyecto o de la proposición que lo modifica, excluye 
la posibilidad lógica de su debate, pues equivale a la carencia de objeto de discusión. 
Contrario sensu el conocimiento del proyecto o de sus proposiciones de enmienda es el 
presupuesto lógico del debate, en cuanto posibilita la discusión del mismo. Por lo tanto, la 
votación sobre un texto desconocido no puede convalidar la carencia de debate". Posición 
que ha sido rei terada en Sen tenc ia C -481 de 2019 , donde la Corte conc luye que "no puede 
existir debate en los términos del Reglamento del Congreso si los congresistas no ^ c 
conocen de manera previa el contenido integral de los proyectos o proposiciones." § o 

< c p 
Ahora bien, como la Corte deja establec ido en Sen tenc ia C -481 de 2019 , el conoc imiento 
del proyecto y de las p r o p o s i c i o n e s debe s e r completo y no parc ia l , "es claro que a los 3 s 
congresistas les está vedado discutir y votar un texto indeterminado o desconocido " ^ o 
parcialmente, lo que supone haber tenido acceso al tenor literal de las disposiciones 
que se someten a su consideración y aprobación. "Además, en es te fallo s e ac la ra que g § 
debe se r un conoc imiento real por parte de los congres is tas que participaron en el debate. 
De manera que si no e s posible concluir que los congres is tas conocían el texto integral, ni 
que tuvieron el t iempo para estudiarlo, exp resa r una opinión informarla y debatirlo, no s e da 
el presupuesto lógico para que es temos ante una verdadera del iberación democrát ica. 

El e x a m e n e s inc luso más estr icto, más exigente, respec to a las fo rmas y las reglas 
de procedimiento que garant izan el principio de del iberación en la aprobación de 
n o r m a s tributarias. L a Corte Const i tucional , en rei terados pronunciamientos, reconoce la 
importancia del principio democrát ico para la formación y del iberación de es te tipo de 
normas, y h a c e alusión a la garantía es tab lec ida en la Ca r ta Magna de 1215 que e x p r e s a 
que no pueden exist ir tributos sin representación. E n Sen tenc ia C - 084 de 2019 , sobre es te 
punto s e indica: 

"Las reglas procedimentales son condiciones esenciales en la formación libre de la 
voluntad de las cámaras legislativas y constituyen una garantía del debate y de 
procesos deliberativos transparentes, imparciales y reflexivos. De ahí que en el 
ámbito tributario, en el cual se maximizan las exigencias del principio 
democrático, los principios de consecutividad e identidad flexible permitan la 
introducción, en segundo de debate, adiciones y supresiones a los proyectos de Ley, 
solo si tales modificaciones no comportan una materia de regulación separable, 
autónoma o independiente" 

22 "El debate es pues la oportunidad de hacer efectivo el principio democrático en el proceso de formación de la ley, en 
cuanto posibilita la Intervención y expresión de las minorías, así como la votación es el mecanismo que realiza la prevalencla 
de las mayorías, también consubstancial a la democracia. [...] Es decir, el objeto sobre el cual recae el debate o discusión es 
el proyecto o la proposición de fórmula legal que va a adoptarse. Por lo tanto, puede concluirse que si no existe este objeto, 
o si el mismo es desconocido de manera general por quienes deben discutirlo, naturalmente no puede haber debate o 
discusión. El desconocimiento general del proyecto o de la proposición que lo modifica, excluye la posibilidad lógica de su 
debate, pues equivale a la carencia de objeto de discusión. Contrario sensu el conocimiento del proyecto o de sus 
proposiciones de enmienda es el presupuesto lógico del debate, en cuanto posibilita la discusión del mismo. Por lo tanto, la 
votación sobre un texto desconocido no puede convalidar la carencia de debate". Corte Consti tucional, Sentencia C-706 de 
2 0 0 1 . 

» 



4 
L a Corte Const i tucional en Sen tenc ia C-481 de 201 g "̂* advierte que "particular componente 

jTisTA / áemeífrático en materia tributaria se refleja en que los principios que están instituidos para 
^ realjzarlo, como el de publicidad, deban tener una mayor exigencia". Además , ac la ra que 

<7/¡p^ "por regla general, la autoridad del Estado sólo puede decretar obligaciones tributarias 
^i^Og^QQ^jCy^iempre y cuando la colectividad, a través del órgano de representación popular, haya 

"^sido consultada, deliberado y manifestado su consentimiento en la etapa decisoria 
del proceso legislativo." Consent imiento que t iene una mecánica part icular para s u 
formación, dado que "debe cumplir con las disposiciones constitucionales y orgánicas que 
indican los modos en que esa voluntad, que es la forma de creación de las leyes, debe 
formarse", so pena que el desconocimiento de dichias fo rmas vicie el resul tado del t rámite 
legislativo. 

m 
S e r ) S i s e veri f ica la falta de publicidad en el debate, en espec ia l t ratándose de normas tributarias 

donde la ex igenc ia e s mayor, en tonces "la votación subsiguiente puede considerarse 
invalida^^". S e t ranscr ibe la adver tenc ia de la Cor te, resal tando el aparte más re levante. 
"{ejntonces, la verificación de la ausencia de publicidad puede llevar a concluir que hizo _ _^ 
falta uno de los debates, como elemento estructural del proceso legislativo, ya ' " o 
consecuencia de ello, derivarse la no aprobación por parte de una determinada célula ^ ^ 
legislativa.^^" I S 

• Trámite que dio or igen a la L e y del Plan Nacional de Desarrol lo 

E n cuanto al t rámite específ ico que debe surt i rse en cumplimiento de todas las reglas 
const i tucionales y lega les para la aprobación del P lan Nacional de Desarrol lo, la 
jur isprudencia de la Corte Const i tucional en sen tenc ia C -016 de 2016 ha fijado los s iguientes 
condic ionamientos: 

a. Su elaboración le corresponde al Gobierno Nacional quien deberá garantizar la 
participación de las autoridades de planeación, de las entidades territoriales y en la 
actualidad del Consejo de Gobierno Judicial -antes Consejo Superior de la 
Judicatura- (arts. 341 CP y 13, 14, 15, 16 y 17 de la Ley 152 de 1994). 

b. Una vez elaborado el Plan de Desarrollo el Gobierno debe someterlo al Consejo 
Nacional de Planeación, instancia que formulará las observaciones del caso, las 
cuales podrán ser o no acogidas por el Gobierno a efectos de incluir ias enmiendas 
que correspondan (arts. 340 y 341 CP y 18 de la Ley 152 de 1994). 

c. Agotada esta etapa y en un término máximo de 6 meses contados a partir del inicio 
del periodo presidencial el Gobierno presenta a consideración del Congreso de la 
República el proyecto de ley (arts. 341 CP. y 19 de la Ley 152 de 1994). 

d. A continuación, la iniciativa es examinada en primer debate por las comisiones 
de asuntos económicos de ambas Cámaras en sesión conjunta en un término 
máximo de 45 días (arts. 341 CP. y 20 de la Ley 152 de 1994) y, con fundamento 
en su informe, se discute y aprueba poria Plenaria de cada una de ias Cámaras 
en un término máximo de 45 días (arts. 341 CP. y 21 de ia Ley 152 de 1994). 

e. (...) durante cualquiera de las etapas y bajo la condición de mantener su equilibrio 
financiero el Congreso de la República puede introducir modificaciones al Plan de 
Inversiones Públicas. Si la modificación tiene como resultado la Inclusión de nuevos 

2" Corte Constitucional, Sentencia C-481 de 2019. M.P. Alejandro Linares. 
22 Corte Constitucional, Sentencia C-760 de 2 0 0 1 . 
22 Corte Constitucional, Sentencia C-481 de 2019. M.P. Alejandro Linares. 



programas o proyectos de inversión será indispensable la autorización por escrito 
del Gobierno Nacional (arts. 341 CP y 22 de la Ley 152 de 1994). 

f. (...) este [el Gobierno] podrá introducir, durante cualquier etapa del trámite 
legislativo, las modificaciones que estime pertinentes (arts. 341 CP y 23 de la 
Ley 152 de 1994). 

g. Finalmente, la Constitución establece una regla de habilitación extraordinaria del 
Gobierno Nacional que le permite, si el Congreso no lo aprueba en el término de tres 
meses después de haberle sido sometido a consideración, poner en vigencia el Plan 
de Inversiones Públicas a través de la expedición de un decreto con fuerza de ley 
(arts. 341 CP. y 25 de la Ley 152 de 1994). 

L a Corte Const i tucional en sen tenc ia C -298 de 2016 además fijó el carácter obligatorio de 
los debates tanto en comis iones como en plenaria so pena de violar el artículo 157 de la 
Ca r t a : 

(i) El número mínimo de congresistas que deben estar presentes para iniciar la g 
deliberación de cualquier asunto, asi como para adoptar decisiones (Artículo 145, 
CP). g 

(ii) La mayoría necesaria para adoptar decisiones en la respectiva corporación que, g 
salvo que la Constitución exija una mayoría especial, debe ser la mayoría de ios 
votos de ios asistentes (Artícuío 146, CP). 

(iii) Ei carácter imperativo de los debates en las comisiones y en las plenarias, sin 
los cuales ningún proyecto puede llegar a ser ley (Artículo 157, CP). 

(iv) La necesaria publicidad de lo que va a ser sometido a debate como 
presupuesto mínimo para garantizar ia participación efectiva de los 
congresistas (Artículo 157, CP). 

(v) El período mínimo que debe mediar entre debates como garantía de que ia 
decisión dei Congreso sobre ei proyecto de ley es producto de una reflexión 
ponderada (Artículo 160, CP). 

(vi) La votación de lo discutido como finalización dei debate (Artículo 157, CP). 

^ z 

E n el presente c a s o , a partir de la información de las G a c e t a s así como de los audios de las 
s e s i o n e s , s e ev idenc ia que s e votó en úl t imo debate en el S e n a d o s i n c o n o c e r el texto 
que había s i d o aprobado horas an tes en la Cámara . C o n s t a en la gace ta 135 que el 
artículo que pretende crear un fondo para asist i r a Elect r icar ibe fue discutido bajo protesta 
en sesión del 18 de marzo de 2018 en el Anál is is de Propos ic iones l levado a cabo por los 
ponentes des ignados , qu ienes ses ionaron de m a n e r a conjunta. E n d icha d iscusión, los 
s e n a d o r e s Germán Darío Hoyos Giraldo y Lu is Iván Maru landa Gómez intervienen y 
rec laman que el tema solo fue abordado un día an tes de radicar la ponencia para primer 
debate: 

Hoyos Gira ldo: "Yo me ratifico en ío que he dicho hoy, en eí sentido de afirmar que 
este tema no ío pueden traer de úítimas después de haber debatido tanto", (pág. 80 ) 
Marulanda Gómez: "Decir primeramente que lo que dijo el H.S. Hoyos es cierto. 
¿ Cómo se les ocurre sacar semejante tema un día antes de radicar la ponencia para 
primer debate?', (pág. 80 ) 

Adic ionalmente, en gace ta 135 s e encuent ra cons ignado que la proposición de los artículos 
18 y 314 fue p resentada por el Gobierno Nacional ante los coordinadores y ponentes del 



' í V o y e c t o de ley para primer debate^^. E n desarrol lo del primer debate de las C o m i s i o n e s 
ZÍI111A6A T e r c e r a s y C u a r t a s de Cámara y S e n a d o del 22 de marzo de 2019: G a c e t a 430, s e votó 

' ' 5 ^ . y aprobó el art iculado en var ios b loques. L o s artículos 186 (18 de la L e y 1955 de 2019) y 
-f- <:>y291 (314 de la L e y 1955 de 2019) fueron aprobados por los congres is tas s in l levar a cabo 

' ' ^ ^'^ análisis de c a d a una de las normas contenidas en el art iculado, y sin real izar la lectura d 
i . £ | . B O > ^ del contenido de c a d a uno de los artículos. L o s artículos 186 y 291 fueron aprobados en T 

bloque con otras normas que tampoco fueron objeto de estudio minucioso. 

E n la G a c e t a 430 de 2019 dos senado res s e refieren a dos i rregular idades frente al 
procedimiento de discusión y aprobación del texto en primer debate conjunto de Comis iones 
T e r c e r a s v Cua r t as de S e n a d o v Cámara : <c-^ 

<c o 
• S e n a d o r a Aída A b a l l a : . . ) a ver por qué no dieron el debate del Plan de Desarrollo, 3 o 

cuando nos llevaron al Ministerio de Hacienda, y entonces allá se daban los debates 
a oscuras, porque parecíamos unos funcionarios del señor Carrasquilla. Quién me 
acompañó, para que diéramos ese debate de cara a la ciudadanía, de cara al país. 5 s 
¿Por qué los dos últimos días o los tres es que venimos a fiacerlo, delante del país g ^ 
dos veces, allá en los salones oscuros del Ministerio de Hacienda? ¿Por qué donde ^ ^ 
estábamos discutiendo articulo por artículo, no podíamos hacerlo aquí en este salón ? g S 
A ver doctor Lemos, ¿Cómo así, que ahora ustedes reclaman hacerlo a toda 
carrera? ¿Por qué ayer nos entregaban los documentos que debíamos leer? 
Anoche a medianoche, aquí me mandaban un video con la propuesta de ia 
doctora de Planeación Nacional y ie contesté a un Parlamentario que me lo 
envió, y eran como las doce y quince de la noche". ( G a c e t a 430, página 21) 

• S e n a d o r J h o n Ja i ro Cárdenas: "(...) que ha ocurrido en el día de hoy, es >| 
absolutamente sui géneris, porque hemos aprobado, casi cuatrocientos 
artículos de un proyecto de ley sin discutir ninguno, sin debatir ninguno; io 

22 • Ar t ículo 18: "Con el fin de ajustarse a las nuevas condiciones de operación y de fortalecer la capacidad para ejercer 
sus funciones en el territorio nacional, se propone la actualización de la base gravable y de los sujetos pasivos sobre los 
cuales se cobran las contribuciones especiales de los servicios de regulación y de control y vigilancia, a las que hace 
referencia el artículo 85 de la Ley 142 de 1994." (pág. 141) 
• Ar t ículo 314: 
Necesitamos como gobierno de la facultad del Congreso para que mediante el fondo empresar ial de la Superintendencia 
de Servicios Públicos podamos crear una especie de Fogafin que ayude a las empresas de servicios públicos domicil iarios 
cuando se encuentren en problemas f inancieros. 
Lo que se busca es una especie de Fogafin que salga a respaldar a aquellas empresas de servicios públicos domicii iarios que 
están a punto de quiebra; es decir, aquella empresa que está en problemas. La Idea es que el "Fogaf in" sea el Fondo 
Empresarial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domicil iarios. Se debe generar muchos recursos a este fondo para 
poder salvar de aquí en adelante a las Empresas de Servicios Públicos Domicil iarios. 
Por otro lado, se debe colocar en perspectiva los artículos que se han tratado. Aprobando estos artículos sería de 180.000 
y 200.000 millones de pesos, lo cual de por sí es insuficiente, porque el déficit hasta hoy es de 1.8 billones de pesos, ei cual 
va en aumento. 
El tercer artículo es la sobretasa la cual es absolutamente necesar ia, para poder dotar al Fondo Empresarial de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicil iarios. Se debe confesar que igual la sobretasa que se está exponiendo es 
muy pequeña, entonces hay que hacer un gran esfuerzo, para sacar este tema adelante. 
Finalmente, es importante no olvidar que se han intentado varios intentos de solución, pero que no se han consolidado. 
Esta propuesta a la que se ha llegado es la única que se ve posible. Es más, una vez que se empiece a desarrol lar esta 
propuesta, lo que se t ienen que hacer con el mercado energético de la Costa Caribe es seccionarlo. 
Estos artículos son de naturaleza transitoria porque es para atender una situación excepcional . Si no encontramos 
operadores mediante estas reformas, lo que va a pasar es que tova sacar los recursos para ayudar a Electricaribe del 
Presupuesto Genera l de la Nación. Adicionalmente, la idea no es nacionalizarla porque de acá en adelante se tendría que 
poner a competir los recursos, por ejemplo, de la educación con dicha entidad nacionalizada. 
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que constituye una negación de la esencia misma de nuestra condición de 
parlamentarios. 
Y quiero destacar que hemos llegado a esta situación absolutamente insólita, en 
virtud de un hecho, y es que solamente, anteayer a las cinco de la tarde, se estuvo 

ÍIA Q '̂̂ ^xv ;̂̂  radicando la ponencia, y en consecuencia ei tiempo real para debatir el 
4 ¿ 0 E B O ^ ^ proyecto fue ninguno y nos vimos abocados para salvar el Plan de Desarrollo, 

en una actitud de responsabilidad con el país. Abocar un tratamiento, insisto, 
absolutamente inadecuado". ( G a c e t a 430 , página 79 ) Ac ta de s e g u n d o debate de 
plenaria de Cámara de R e p r e s e n t a n t e s (abril 30 de 2019): G a c e t a 647. 

A ío largo del ac ta posterior al segundo debate que tuvo lugar con la P lenar ia del S e n a d o 
( G a c e t a 824) s e ev idenc ia que por cues t iones de t iempo var ios senadores , incluyendo al 
presidente de es ta cámara Ernes to Macías Tovar , sug ieren que s e adopte el texto aprobado 
en plenaria de Cámara de Rep resen tan tes para someter lo a votación, en v is ta de que el 
plazo para aprobar la ley del P lan Nacional de Desarro l lo es taba próximo a vencer . E n es te 
sentido, consta en var ios apar tes la intención de emplear el texto ya aprobado por la otra 
Cámara así no fuera p lenamente conocido por los senado res pero f inalmente fue es te el 
que s e votó: g^ 

<í o 
• E r n e s t o Macías Tovar: "(...) infortunadamente el plazo legal para que el Plan 

Desarrollo está aprobado es el lunes, con esto que hace la convocatoria de Cámara 
para el miércoles nos deja en la siguiente situación: que no se podría modificar 
absolutamente nada, de lo contrario se hundiría eí Pían de Desarroíío, es una 
circunstancia incómoda para eí Senado, porque tendría que, en eí mejor de los casos, 
acoger el texto que aprobó ia Cámara de Representantes, que en este momento 
io están publicando, y es una circunstancia bien difícil, incómoda para el 
Senado, de manera que esa es la situación reaf. (página 174) 

• J u a n Fel ipe L e m o s Uribe: P r e s e n t a un breve resumen de a lgunos de los artículos 
exc lu idos y e l iminados en plenar ia de la Cámara de Represen tan tes para que todos 
tuvieran conocimiento del debate que allí tuvo lugar, (páginas 187-189) 

• L u i s Fel ipe V e l a s c o Chávez: "(...) vamos a generar una expectativa de rebaja de 
precios de combustibles que no se va a dar y saben qué es lo más grave que si 
nosotros aprobamos, como evidentemente va a terminar aprobado porque ya lo 
aprobó la Cámara, los artículos correspondientes a precios de los combustibles, 
Senador Roosveit, vamos a convertirla fórmula para definir los precios en un negocio 
financiero (...)". (página 189) 

• A ida Ave l la : "(...) vo qu is ie ra dejar la c o n s t a n c i a de que el S e n a d o de la 
Repúbl ica está votando un texto que no c o n o c e m o s , v e s o e s s u p r e m a m e n t e 
del icado, M u c h a s g rac ias Presidente", (página 196) 

• E r n e s t o Macías Tovar: S e refiere a que el texto aprobado por la P lenar ia de la 
Cámara de Rep resen tan tes ya s e está publ icando en la G a c e t a del Congreso 2 9 3 
(ver página 198) . 
Nota: S i n embargo, dicho proyecto de ley fue aprobado en plenar ia de la Cámara el 
2 de mayo y f inal izó a las 7:30 p.m., razón por la cual s e desconoce si e fect ivamente 
logró publ icarse pero de lo que si hay cons tanc ia e s de la omis ión de debate alguno 
al remit irse a lo dicho por la Cámara . 

• Temístocles Ortega Narváez: "(...) no podría estar esta Sesión aprobando el Plan 
sin hacer la siguiente constancia. No podemos seguir con estos procedimientos 
en virtud de los cuales una Cámara adelante las discusiones v debates de rigor, 
mientras que la otra se ve obligada a aceptar sin ningún debate; y digo sin 
ningún debate, porgue dado los tiempos el Senado no tiene sino dos opciones. 
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o negar el Plan de Desarrollo lo que generaría pues un enorme perjuicio al país, 
o aceptarlo tal como viene de ia Cámara (...)". (página 199) 

<o> E r n e s t o Macías Tovar: "La Presidencia somete a consideración de la plenaria la 
^Hlk proposición presentada por varios honorables Senadores acogiendo el texto 

'^OE BOC ) ^^ ' de / articulado aprobado por la Cámara de Representantes al Provecto de lev 
número 227 de 2019 Senado, 311 de 2019 Cámara v, cerrada su discusión, abre 
la votación e indica a la Secretaría abrir el registro electrónico para proceder 
en forma nominar, (página 201 ) 

E n es te punto e s fundamental hiacer énfasis en el t rámite legislativo, para efectos de 
corroborar que s e aprobó el P lan Nacional de Desarro l lo sin que en real idad ex is t iera 
del iberación. , 

• G a c e t a 870: Sesión en la que s e aprueban los úl t imos artículos en plenaria de 
Cámara de Rep resen tan tes 
F e c h a y hora de inicio: E l día 2 de mayo de 2019 s e llevó a cabo el registro a 
las 8:48 a.m. y s e dio inicio al debate a las 9:46 a .m. 
Hora de terminación: L a sesión s e levantó a las 7:30 p.m. 

• G a c e t a 824: Sesión en la que s e aprueba la totalidad de la L e y 1955 de 2019 en 
plenaria de S e n a d o 
F e c h a y hora de inicio: L a sesión inició el mismo día 2 de mayo de 2019 a las 
11:55 a .m. 
Hora de terminación: L a sesión s e levanta a las 11:22 p.m. 

C o m o s e obse rva , con una di ferencia de solo 4 horas s e surten las dos votac iones de 
p lenar ias con la c lara imposibil idad de debatir porque no s e conocían las modi f icac iones 
introducidas por la Cámara para poder aprobar las, improbarlas o modif icar las. Una v e z s e 
surten las intervenciones, s e l leva a cabo la votación que aprueba el mismo texto aprobado 
por la plenaria de la Cámara de Represen tan tes con una votación de 58 votos por ei SÍ y 4 
por el NO. L o cua l f inalmente e s anunc iado " E n consecuencia, ha sido aprobada la 
proposición presentada por varios honorables Senadores acogiendo el texto del articulado 
aprobado por la Cámara de Representantes al Proyecto de ley número 227 de 2019 
Senado, 311 de 2019 Cámara". {Página 202). 

• C 3 

E n conclus ión, si uno de los presupuestos mín imos de la democrac ia del iberat iva e s que los 
intervinientes del debate conozcan previamente el objeto a debatir, e s decir el contenido de 
las proposic iones o proyectos de forma completa y real , en espec ia l t ratándose de normas 
tributarias donde el análisis e s más riguroso y exigente, en es te caso s e negó la del iberación 
y la posibil idad de in jerencia en el texto f inal. Por consiguiente, t ratándose de proposic iones 
normat ivas que no fueron publ icadas con la debida antelación, que no fueron conoc idas 
realmente por los congres is tas , como consta en las gace tas e intervenciones, y por ende, 
que no fueron debat idas mín imamente porque s e optó por segui r el texto aprobado por la 
Cámara de Represen tan tes en sesión que culminó a las 7 y 30 de la noche, s in mediar 
del iberación, e s evidente que s e vulneró el principio de publ ic idad en el cuarto debate y 
la debida del iberación del art iculado. 



ü^^'^^J^Jp^y^o 1 : D i fe renc ias que exhiben los distintos tipos de agen tes y e m p r e s a s del sector de la 
' 2 N £ O E BO^ '^^^nergía eléctr ica respecto a la composic ión de s u s cos tos operat ivos, información pública 

' tomada del S U I 201438 ; 
Tab la 1 : 

IV. A N E X O S 

Tipo de 
agente o 
empresa 

Generador Transportador Distribuidor Comercializador Integrado 

Principal 
costo 
operativo 

Compra de 
energía (del 20 
al 40%) 

Construcción 
de redes/ 
instalación (del 
22 al 26%) 

Compra de 
energía (del 50 
al 75%) 

Compra de 
energía (aprox. 
93%) 

Compra de 
energía y 
combustible 
(del 20 al 40%) 

2° costo 
operativo 

Cargos por 
conexión/ 
transporte de 
la energía (del 
20 al 30%) 

Servicios 
personales y 
servicios 
públicos 
(del 18 al 39%) 

Costos de 
transporte 
(redes y 
conexión) (del 
16 al 35%) 

Costos de 
administración 
del mercado 
(aprox. 4%) 

Cargos por 
conexión/ 
transporte de 
energía (del 20 
al 30%) 

Ser costo 
operativo 

Generación 
forzada o 
Depreciación 
(si se incluye 
como costo) 
(del 9 al 15%) 

Depreciación y 
amortización 
(del 10% al 
23%) 

Servicios 
públicos y 
personales (si 
se llevan al 
costo) 0 
Mantenimiento 
(del 1.5 al 
2.5%) 

Costos de 
administración 
(aprox. 2.5%) 

Depreciación y 
amortización 
(del 10 al 15%) 

4to costo 
operativo 

Gastos de 
personal o 
tributos (si se 
incluyen como 
costo) (del 7 al 
8%) 

Mantenimiento 
(alrededor del 
10 a 15%) 

Tributos (si se 
lleva mayoría al 
costo) 0 
publicidad (del 
1.5 al 2%) 

Tributos 
(Aprox. .25%) 

Personal y 
contratistas 
(algunos 
contabilizan 
porción en 
gasto) 
(aproximadam 
ente 6 a 10%) 

5° costo 
operativo 

Combustible 
(del 6 al 7%) 

Tributos (entre 
el 7 y el 10%) 

Depreciación 
(aprox. 1 a 2%) 

Arrendamientos y 
honorarios 
(aprox. .25%) 

Mantenimiento 
(aproximadam 
ente 3.5%) 

2. A n e x o 2: C D con el texto de ia ley d e m a n d a d a . 

22 La información se t o m ó de los estados f inancieros públ icamente disponibles de distintas empresas y /o del sistema Único 
de Información de Servicios Públicos Domicil iarios SUI , donde la información de los estados f inancieros de energía está 
actualizada a 2014. Recuperado de: ht tp: / / reportes.sui .gov.co/fabr icaReportes/frameSet.¡sp?idreporte=ele fin 054 



V. N O T I F I C A C I O N E S 
A ZUUJA6A 

,fio 15 

suscr i tos rec iben not i f icaciones en ia Ca r re ra 9 A No. 99-02 Of ic ina 502 A, teléfono 
• í /Op*pr,C"^^ ' ' '82883 en ia c iudad de Bogotá. Noti f icaciones electrónicas ias recibimos en ei buzón 
" q c @ q u l n o n e s c r u z . c o m 

De ios Señores Magist rados, 

D I E G O Q U I N O N E S C R U Z 
c e . No. 80.874.959 de Bogotá 
T.P . No. 185230 del C . S . J 

L U C y C R U Z D E Q U I Ñ O N E S 
C.C. /No. 4t;581.364 de Bogotá 
T .P . No.;r5.452 del C . S . J 

9^ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

NOTARÍA QUINCE DE BOGOTÁ D.C. 

DILIGENCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 

Ante el Notario 15 de Bogotá D.C. Compareció: 
CRUZ DE QUIÑONES LUCY 

quien se identificó con: 
y la T.P. No. 1S452 

c e . 41581364 
del C.S.,J. 

Quien presentó personaimete ei presente documento privado dirigido Í 
CORTE CONSTITUCIONAL . 
y declaró que la firma y huella que aparecen 
en el mismo son suyas y que su contenido 
es cierto. La impresión de huella dactilar del 
compareciente, se hizo a solicitud del mistmo. 

Bogotá D.C. 18/12/2019 
dwetvvc3dwfw22swr " é 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

NOTARIA QUINCE DE BOGOTA D 

DILIGENCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 

Ante el Notario 15 de Bogotá D.C. Ccmparei 
QUIÑONES CRUZ DIEGO . ^ ^ ^ 

quien se identificó con: c .C. 80874959 
y la T.P. No. 185230 de! C .S .J . 
Quien presentó personaimete ei presente documento privado dirigido a: ? 
CORTE CONSTITUCIONAL 
y declaró que la firma y huella que aparecen 
en el mismo son suyas y que su contenido 
es cierto. La impresión de huella dactilar del 
compareciente, se hizo a solicitud del mismo. 

Bogotá D.C. 18/12/2019 
xoxIzsasIxIOOolp, 
C J 
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